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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY FEDERAL PARA LA REGULACIÓN DEL CANNABIS, 
A CARGO DEL DIPUTADO JORGE ALVAREZ MAYNEZ DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO. 
 
El suscrito, Diputado Jorge Álvarez Máynez del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con 
fundamento en los artículos 71 fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como el Artículo 6, fracción I y los Artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 
Diputados, sometemos a la consideración del Pleno de la H. Cámara de Diputados la siguiente 
Iniciativa, con base en la siguiente: 
 

Exposición de Motivos 
 
La presente iniciativa pretende ser una propuesta que verdaderamente contemple las diversas 
voces expresadas durante este largo debate generado con el fin de legislar respecto a la protección 
de los derechos y obligaciones en torno al consumo legal de la cannabis, pleno respeto a la dignidad 
y los derechos humanos perspectiva social e intercultural progresividad, pero con  
 
Por ello, retoma elementos científicos, jurídicos y sociales de aquellas personas expertas en el ramo 
y que a lo largo de este proceso legislativo han expresado sus opiniones e inquietudes en cuanto al 
tema y en cuanto a las diversas iniciativas que han sido presentadas para la regulación. 
 
Dentro de estas, se encuentran diversas organizaciones de la sociedad civil que han impulsado en 
gran medida este tema, y han buscado el constante diálogo con legisladoras y legisladores, a fin de 
resaltar la necesidad de la regulación completa y de los riesgos y problemas que ha traído y sigue 
acarreando, la prohibición general de actividades relacionadas al consumo de cannabis. 
 
En esta iniciativa, se condensan con una perspectiva intercultural, intergeneracional, progresividad 
de los derechos humanos, así como justicia social, las propuestas, inquietudes, indeterminaciones 
e inconvenientes se han observado dentro de las propuestas de regulación que se han presentado, 
y que han sido analizados a lo largo de un muy largo proceso legislativo por el que ha tenido que 
transitar el tema. 
 
Su intención es plantear una alternativa contra la actual política contra las drogas, la cual se basa en 
el prohibicionismo y la guerra, que ha dejado miles de personas inocentes encarceladas, 
desaparecidas o muertas. 
 
I. Sentencias de la Corte 
 
La necesidad de regular este tema tan importante tuvo su origen en la presentación por diversas 
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personas de solicitudes dirigidas a la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios 
(COFEPRIS), órgano desconcentrado de la Secretaría de Salud, a fin de que les fuera expedida una 
autorización que les permitiera el consumo personal y regular con fines meramente lúdicos o 
recreativos del estupefaciente cannabis (sativa, índica y americana, su resina preparados y semillas) 
y del psicotrópico THC (tetrahidrocannabinol, los siguientes isómeros: D6a (10a), D6a (7), D7, D8, 
D9, D10, D9 (11) y sus variantes estereoquímicas), en conjunto conocidos como "marihuana". 
 
Ese organismo negó en todos los casos la autorización solicitada, con fundamento en las porciones 
normativas de los artículos 235, último párrafo, 237, 245, fracción I, 247, último párrafo, y 248 de la 
Ley General de Salud, que disponen el sistema de prohibiciones administrativas de prohibición 
absoluta a la Secretaría de Salud de expedir autorizaciones para realizar las actividades relacionadas 
con el autoconsumo de cannabis y tetrahidrocannabinol (THC) con fines recreativos. 
 
A fin de controvertir estas determinaciones, los promoventes presentaron juicios de amparo 
indirecto, en los que solicitaron la inconstitucionalidad de esos preceptos; sin embargo, en todos los 
casos fueron confirmadas las negativas impugnadas. 
 
Nuevamente, estas determinaciones judiciales fueron controvertidas ante los Tribunales Colegiados 
de Circuito. Las autoridades a las que recayeron los medios de impugnación, reservaron jurisdicción 
a la Suprema Corte de Justicia de la Nación respecto de las normas generales reclamadas. 
 
Los amparos en revisión fueron radicados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, bajo los 
expedientes 237/2014, 1115/2017, 623/2017, 547/2018 y 548/2018, y fueron resueltos por la 
Primera Sala de ese órgano jurisdiccional desde el cuatro de noviembre de dos mil quince, once de 
abril de dos mil dieciocho, trece de junio de dos mil dieciocho y treinta y uno de octubre de dos mil 
dieciocho, respectivamente, en el sentido de revocar las sentencias recurridas y otorgar la 
protección constitucional.1 
 
Lo anterior, al considerar esencialmente que el sistema de prohibiciones administrativas previsto 
en diversas porciones de los artículos 235, último párrafo, 237, 245, fracción I, 247, último párrafo, 
y 248 de la Ley General de Salud, que contienen una contienen una prohibición absoluta para que 
la Secretaría de Salud emita autorizaciones para realizar las actividades relacionadas con el 
autoconsumo de cannabis y tetrahidrocannabinol (THC) con fines recreativos, es inconstitucional.2 
 

 
1 Sentencia dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Declaratoria General de 
Inconstitucionalidad 1/2018. 
2 Sentencia dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Declaratoria General de 
Inconstitucionalidad 1/2018. 
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Esto, al estimar que genera una afectación innecesaria y desproporcionada en el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad previsto en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, pues se consideró que existen medios alternativos a la prohibición absoluta del 
consumo lúdico de marihuana que son igualmente idóneos para proteger la salud y el orden público, 
que afectan en menor grado a ese derecho fundamental.  
 
Igualmente, se determinó que la prohibición absoluta ocasiona una afectación muy intensa al 
derecho al libre desarrollo de la personalidad, en comparación con el grado mínimo de protección 
a la salud y al orden público que esta medida alcanza. 
 
A partir de tales determinaciones en el mismo sentido, se formaron las siguientes jurisprudencias: 
 

Tesis: 1a./J. 10/2019 (10a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 63, Febrero de 
2019, Tomo I, página 493 
Tipo: Jurisprudencia 
INCONSTITUCIONALIDAD DE LA PROHIBICIÓN ABSOLUTA AL CONSUMO 
LÚDICO O RECREATIVO DE MARIHUANA PREVISTA POR LA LEY GENERAL DE 
SALUD. Los artículos 235, último párrafo, 237, 245, fracción I, 247, último 
párrafo, y 248, todos de la Ley General de Salud, en las porciones normativas 
que establecen una prohibición para que la Secretaría de Salud emita 
autorizaciones para realizar las actividades relacionadas con el autoconsumo 
con fines lúdicos o recreativos sembrar, cultivar, cosechar, preparar, poseer y 
transportar del estupefaciente "cannabis" (sativa, índica y americana o 
marihuana, su resina, preparados y semillas) y del psicotrópico "THC" 
[tetrahidrocannabinol, los siguientes isómeros: ?6a (10a), ?6a (7), ?7, ?8, ?9, 
?10, ?9 (11) y sus variantes estereoquímicas], en conjunto conocido como 
"marihuana", son inconstitucionales, toda vez que provocan una afectación 
innecesaria y desproporcionada en el derecho al libre desarrollo de la 
personalidad. En efecto, la medida no es necesaria debido a que existen 
medios alternativos a la prohibición absoluta del consumo lúdico de 
marihuana que son igualmente idóneos para proteger la salud y el orden 
público, pero que afectan en menor grado al derecho fundamental en 
cuestión; asimismo, la ley ocasiona una afectación muy intensa al derecho al 
libre desarrollo de la personalidad, en comparación con el grado mínimo de 
protección a la salud y al orden público que alcanza dicha medida. 
 

Registro digital: 2019511 
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Instancia: Primera Sala 
Décima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: 1a./J. 25/2019 (10a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 64, Marzo 
de 2019, Tomo II, página 1127 
Tipo: Jurisprudencia 

 
PROHIBICIÓN ABSOLUTA DEL CONSUMO LÚDICO DE MARIHUANA. NO ES 
UNA MEDIDA NECESARIA PARA PROTEGER LA SALUD Y EL ORDEN PÚBLICO. 
La prohibición absoluta del consumo lúdico de la marihuana prevista por los 
artículos 235, último párrafo, 237, 245, fracción I, 247, último párrafo, y 248 
de la Ley General de Salud, no constituye una medida necesaria para proteger 
los fines constitucionales que persigue el legislador, toda vez que existen 
medidas alternativas que son igualmente idóneas para alcanzar dichos fines, 
pero que afectan en menor grado el derecho al libre desarrollo de la 
personalidad. En efecto, el sistema de prohibiciones administrativas 
configurado por los artículos impugnados prohíbe una "clase genérica de 
actos" (cualquier acto de consumo), mientras que una medida alternativa 
podría implicar únicamente prohibir "una subclase más específica" de esos 
actos (actos de consumo en circunstancias específicas). En este orden de 
ideas, la medida legislativa impide el consumo de marihuana en cualquier 
circunstancia, cuando para alcanzar los fines que pretende podría limitarse a 
desalentar ciertas conductas o a establecer prohibiciones en supuestos más 
específicos, como manejar vehículos o instrumentos peligrosos bajo los 
efectos de la sustancia, consumirla en lugares públicos o inducir a terceros a 
que también la consuman. Dicho de otro modo, el "sistema de prohibiciones 
administrativas" configurado por los artículos que prohíben de forma 
absoluta el consumo lúdico de la marihuana es altamente suprainclusivo, al 
regular circunstancias que no encuentran fundamento en la protección de los 
derechos de terceros o del orden público. Consecuentemente, se trata de una 
medida innecesaria en la consecución de su fin. 
 

Registro digital: 2019382 
Instancia: Primera Sala 
Décima Época 
Materias(s): Constitucional 
Tesis: 1a./J. 9/2019 (10a.) 
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Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 63, Febrero 
de 2019, Tomo I, página 496 
Tipo: Jurisprudencia 

 
PROHIBICIÓN ABSOLUTA DEL CONSUMO LÚDICO DE MARIHUANA. NO ES 
UNA MEDIDA PROPORCIONAL PARA PROTEGER LA SALUD Y EL ORDEN 
PÚBLICO. En la cuarta y última etapas del test de proporcionalidad, 
corresponde comparar el grado de intervención en el derecho fundamental 
frente al grado de satisfacción de la finalidad constitucional perseguida. En 
este contexto, en el caso de la prohibición absoluta al consumo lúdico de la 
marihuana contenida en los artículos 235, último párrafo, 237, 245, fracción 
I, 247, último párrafo, y 248 de la Ley General de Salud, corresponde 
contrastar la eficacia con la que el "sistema de prohibiciones administrativas" 
consigue proteger la salud de las personas y el orden público, frente al nivel 
de afectación que esa misma medida provoca en el contenido prima facie del 
derecho al libre desarrollo de la personalidad. Así, en claro contraste con las 
escasas afectaciones en la salud y el orden público que protege la prohibición 
aludida, se ubica la intensa afectación al derecho al libre desarrollo de la 
personalidad que supone dicha medida legislativa. Desde este punto de vista, 
la afectación al libre desarrollo de la personalidad que comporta este 
"sistema de prohibiciones administrativas" puede calificarse como muy 
intensa, pues consiste en una prohibición prácticamente absoluta para 
consumir la marihuana y realizar las actividades relacionadas con el 
autoconsumo de ésta, de tal manera que suprime todas las posiciones 
jurídicas en las que podría ejercerse el derecho. En tal sentido, la medida 
analizada no se circunscribe a regular la forma y lugar en que pueden 
realizarse dichas actividades atendiendo a las finalidades 
constitucionalmente válidas que efectivamente tienen esos artículos, como 
podría haberlo hecho el legislador, sino que directamente prohíbe todas esas 
conductas. Consecuentemente, el "sistema de prohibiciones administrativas" 
ocasiona una afectación muy intensa al derecho al libre desarrollo de la 
personalidad en comparación con el grado mínimo de protección a la salud y 
al orden público que alcanza dicha medida. 

 
Registro digital: 2019381 
Instancia: Primera Sala 
Décima Época 
Materias(s): Constitucional 
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Tesis: 1a./J. 7/2019 (10a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 63, Febrero 
de 2019, Tomo I, página 495 
Tipo: Jurisprudencia 

 
PROHIBICIÓN ABSOLUTA DEL CONSUMO LÚDICO DE MARIHUANA. ÉSTA 
PERSIGUE FINALIDADES CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDAS. La finalidad de la 
prohibición absoluta del consumo lúdico de marihuana prevista en los 
artículos 235, último párrafo, 237, 245, fracción I, 247, último párrafo, y 248 
de la Ley General de Salud, consiste en proteger la "salud" y el "orden 
público", puesto que de una interpretación sistemática del ordenamiento, así 
como de los distintos procesos de reforma a la ley, puede desprenderse que el 
legislador tuvo la intención de procurar la salud de los consumidores de 
drogas y proteger a la sociedad de las consecuencias perniciosas derivadas 
del consumo de drogas, dado que se ha considerado que esta actividad tiene 
efectos nocivos tanto para el consumidor como para la sociedad en general. 
Al respecto, hay que destacar que ambas finalidades son constitucionalmente 
válidas. Por un lado, es evidente que la protección de la salud es un objetivo 
que legítimamente puede perseguir del Estado, toda vez que se trata de un 
derecho fundamental reconocido en el artículo 4o. constitucional, en el cual 
se establece expresamente que toda persona tiene derecho a la protección de 
la salud. Por otro lado, la Constitución reconoce como interés legítimo del 
Estado la protección del conglomerado social. Así, no hay duda de que resulta 
de orden público la persecución de objetivos sociales colectivos a través de 
decisiones legislativas o políticas públicas. No obstante lo anterior, conviene 
precisar que el test de proporcionalidad no se satisface únicamente con 
verificar que la medida legislativa persiga finalidades válidas, sino que 
además es preciso que la misma sea idónea, necesaria y proporcional en 
sentido estricto. 
 

Registro digital: 2019359 
Instancia: Primera Sala 
Décima Época 
Materias(s): Constitucional 
Tesis: 1a./J. 6/2019 (10a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 63, Febrero 
de 2019, Tomo I, página 492 
Tipo: Jurisprudencia 
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DERECHOS DE TERCEROS Y ORDEN PÚBLICO. CONSTITUYEN LÍMITES 
EXTERNOS DEL DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. Si 
bien el libre desarrollo de la personalidad da cobertura prima facie a un 
derecho más específico consistente en consumir marihuana con fines lúdicos 
o recreativos, ello no significa que ese derecho tenga un carácter definitivo. 
En este sentido, el libre desarrollo de la personalidad no es un derecho 
absoluto, por lo que puede ser limitado con la finalidad de perseguir algún 
objetivo constitucionalmente válido. Este derecho encuentra algunos de sus 
límites en los derechos de los demás y en el orden público. De esta manera, 
estos límites externos al derecho fundamental funcionan como cláusulas que 
autorizan al legislador a intervenir en el libre desarrollo de la personalidad, 
siempre que tal intervención sea idónea, y no resulte innecesaria o 
desproporcionada en sentido estricto. 

  
Registro digital: 2019358 
Instancia: Primera Sala 
Décima Época 
Materias(s): Constitucional 
Tesis: 1a./J. 8/2019 (10a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 63, Febrero 
de 2019, Tomo I, página 486 
Tipo: Jurisprudencia 

 
DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LA SALUD. DIMENSIONES INDIVIDUAL Y 
SOCIAL. La protección de la salud es un objetivo que el Estado puede perseguir 
legítimamente, toda vez que se trata de un derecho fundamental reconocido 
en el artículo 4o. constitucional, en el cual se establece expresamente que 
toda persona tiene derecho a la protección de la salud. Al respecto, no hay 
que perder de vista que este derecho tiene una proyección tanto individual o 
personal, como una pública o social. Respecto a la protección a la salud de las 
personas en lo individual, el derecho a la salud se traduce en la obtención de 
un determinado bienestar general integrado por el estado físico, mental, 
emocional y social de la persona, del que deriva otro derecho fundamental, 
consistente en el derecho a la integridad físico-psicológica. De ahí que resulta 
evidente que el Estado tiene un interés constitucional en procurarles a las 
personas en lo individual un adecuado estado de salud y bienestar. Por otro 
lado, la faceta social o pública del derecho a la salud consiste en el deber del 
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Estado de atender los problemas de salud que afectan a la sociedad en 
general, así como en establecer los mecanismos necesarios para que todas las 
personas tengan acceso a los servicios de salud. Lo anterior comprende el 
deber de emprender las acciones necesarias para alcanzar ese fin, tales como 
el desarrollo de políticas públicas, controles de calidad de los servicios de 
salud, identificación de los principales problemas que afecten la salud pública 
del conglomerado social, entre otras. 
 

Registro digital: 2019357 
Instancia: Primera Sala 
Décima Época 
Materias(s): Constitucional 
Tesis: 1a./J. 4/2019 (10a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 63, Febrero 
de 2019, Tomo I, página 491 
Tipo: Jurisprudencia 

 
DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. SU DIMENSIÓN 
EXTERNA E INTERNA. La libertad "indefinida" que es tutelada por el derecho 
al libre desarrollo de la personalidad complementa las otras libertades más 
específicas, tales como la libertad de conciencia o la libertad de expresión, 
puesto que su función es salvaguardar la "esfera personal" que no se 
encuentra protegida por las libertades más tradicionales y concretas. En este 
sentido, este derecho es especialmente importante frente a las nuevas 
amenazas a la libertad individual que se presentan en la actualidad. Ahora 
bien, la doctrina especializada señala que el libre desarrollo de la 
personalidad tiene una dimensión externa y una interna. Desde el punto de 
vista externo, el derecho da cobertura a una genérica "libertad de acción" que 
permite realizar cualquier actividad que el individuo considere necesaria para 
el desarrollo de su personalidad. En cambio, desde una perspectiva interna, el 
derecho protege una "esfera de privacidad" del individuo en contra de las 
incursiones externas que limitan la capacidad para tomar ciertas decisiones a 
través de las cuales se ejerce la autonomía personal. Al respecto, si bien en un 
plano conceptual puede trazarse esta distinción entre los aspectos externos e 
internos, resulta complicado adscribir los casos de ejercicio de este derecho a 
una sola de estas dimensiones. Ello es así, porque las acciones que realizan los 
individuos en el ejercicio de su autonomía personal suponen la decisión de 
llevar a cabo esa acción, al tiempo que las decisiones sobre aspectos que en 
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principio sólo incumben al individuo normalmente requieren de ciertas 
acciones para materializarlas. En todo caso, parece que se trata de una 
cuestión de énfasis. Así, mientras que hay situaciones en las que el aspecto 
más relevante de la autonomía personal se aprecia en la acción realizada, 
existen otras situaciones en las que el ejercicio de la autonomía se observa 
más claramente a través de la decisión adoptada por la persona. 
 

Registro digital: 2019356 
Instancia: Primera Sala 
Décima Época 
Materias(s): Constitucional 
Tesis: 1a./J. 3/2019 (10a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 63, Febrero 
de 2019, Tomo I, página 489 
Tipo: Jurisprudencia 

 
DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. LA PROHIBICIÓN 
PARA EL AUTOCONSUMO DE MARIHUANA CONTENIDA EN LA LEY GENERAL 
DE SALUD INCIDE PRIMA FACIE EN EL CONTENIDO DE DICHO DERECHO 
FUNDAMENTAL. Esta Primera Sala entiende que el derecho fundamental al 
libre desarrollo de la personalidad permite, prima facie, que las personas 
mayores de edad decidan sin interferencia alguna qué tipo de actividades 
recreativas o lúdicas desean realizar, así como llevar a cabo todas las acciones 
o actividades necesarias para poder materializar dicha elección. De esta 
manera, la elección de alguna actividad recreativa o lúdica es una decisión 
que pertenece indudablemente a la esfera de autonomía personal que debe 
estar protegida por la Constitución. Esa elección puede incluir la ingesta o el 
consumo de sustancias que produzcan experiencias que en algún sentido 
"afecten" los pensamientos, las emociones y/o las sensaciones de la persona. 
En esta línea, se ha señalado que la decisión de fumar marihuana puede tener 
distintas finalidades, entre las que se incluyen el alivio de la tensión, la 
intensificación de las percepciones o el deseo de nuevas experiencias 
personales y espirituales. Estas experiencias se encuentran entre las más 
personales e íntimas que alguien pueda experimentar, de tal manera que la 
decisión de un individuo mayor de edad de "afectar" su personalidad de esta 
manera con fines recreativos o lúdicos se encuentra tutelada prima facie por 
el derecho al libre desarrollo de ésta. Así las cosas, esta Primera Sala concluye 
que la prohibición contenida en los artículos 235, último párrafo, 237, 245, 
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fracción I, 247, último párrafo, y 248 de la Ley General de Salud, 
efectivamente incide en el contenido prima facie del derecho fundamental en 
cuestión, toda vez que constituye un obstáculo jurídico que impide ejercer el 
derecho a decidir qué tipo de actividades recreativas o lúdicas se desean 
realizar, al tiempo que también impide llevar a cabo lícitamente todas las 
acciones o actividades necesarias para poder materializar esa elección a 
través del autoconsumo de la marihuana: siembra, cultivo, cosecha, 
preparación, acondicionamiento, posesión, transporte, etcétera. 
 

Registro digital: 2019355 
Instancia: Primera Sala 
Décima Época 
Materias(s): Constitucional 
Tesis: 1a./J. 5/2019 (10a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 63, Febrero 
de 2019, Tomo I, página 487 
Tipo: Jurisprudencia 

 
DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. BRINDA 
PROTECCIÓN A UN ÁREA RESIDUAL DE LIBERTAD QUE NO SE ENCUENTRA 
CUBIERTA POR LAS OTRAS LIBERTADES PÚBLICAS. La Constitución mexicana 
otorga una amplia protección a la autonomía de las personas, al garantizar 
el goce de ciertos bienes que son indispensables para la elección y 
materialización de los planes de vida que los individuos se proponen. Así, en 
términos generales, puede decirse que los derechos fundamentales tienen la 
función de "atrincherar" esos bienes contra medidas estatales o actuaciones 
de terceras personas que puedan afectar la autonomía personal. De esta 
manera, los derechos incluidos en ese "coto vedado" están vinculados con la 
satisfacción de esos bienes básicos que son necesarios para la satisfacción de 
cualquier plan de vida. En este orden de ideas, el bien más genérico que se 
requiere para garantizar la autonomía de las personas es precisamente la 
libertad de realizar cualquier conducta que no perjudique a terceros. En este 
sentido, la Constitución y los tratados internacionales reconocen un catálogo 
de "derechos de libertad" que se traducen en permisos para realizar 
determinadas acciones que se estiman valiosas para la autonomía de las 
personas (expresar opiniones, moverse sin impedimentos, asociarse, adoptar 
una religión u otro tipo de creencia, elegir una profesión o trabajo, etcétera), 
al tiempo que también comportan límites negativos dirigidos a los poderes 
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públicos y a terceros, toda vez que imponen prohibiciones de intervenir u 
obstaculizar las acciones permitidas por el derecho fundamental en cuestión. 
Ahora bien, el derecho al libre desarrollo de la personalidad brinda protección 
a un "área residual de libertad" que no se encuentra cubierta por las otras 
libertades públicas. En efecto, estos derechos fundamentales protegen la 
libertad de actuación humana de ciertos "espacios vitales" que, de acuerdo 
con la experiencia histórica, son más susceptibles de ser afectados por el 
poder público; sin embargo, cuando un determinado "espacio vital" es 
intervenido a través de una medida estatal y no se encuentra expresamente 
protegido por un derecho de libertad específico, las personas pueden invocar 
la protección del derecho al libre desarrollo de la personalidad. De esta 
manera, este derecho puede entrar en juego siempre que una acción no se 
encuentre tutelada por un derecho de libertad específico. 

 
En razón de lo anterior, el Congreso de la Unión se vio obligado a solventar este problema de 
constitucionalidad, mediante la modificación normativa correspondiente. Esto pues, de 
conformidad con el último párrafo del artículo 232 de la Ley de Amparo, los órganos legislativos 
cuentan con un plazo de 90 días para modificar o derogar la disposición considerada inconstitucional 
por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 
II. Prórrogas 
 
No obstante lo anterior, a petición de la Comisión de Justicia del Senado de la República, mediante 
oficio PR1P2A/49-10/2019 de veinticuatro de octubre de dos mil diecinueve, signado por la 
Presidenta de la Mesa Directiva de ese órgano legislativo, se solicitó una prórroga a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, a fin de conceder más tiempo para agotar el procedimiento legislativo 
correspondiente.3 
 
La prórroga solicitada fue aceptada por el órgano jurisdiccional, pues mediante proveído de treinta 
y uno de octubre de dos mil diecinueve, el Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación informó que en sesión privada de veintinueve de octubre de dos mil diecinueve, el Pleno 
de ese órgano acordó que, de manera excepcional y por única ocasión, atendiendo a la complejidad 
de la materia, se otorgaba una prórroga del plazo respectivo, el cual vencería el último día del 
periodo ordinario de sesiones del Congreso de la Unión; plazo que transcurrió del primero de 

 
3 http://comunicacion.senado.gob.mx/index.php/informacion/boletines/46624-solicita-senado-prorroga-a-
scjn-para-legislar-regulacion-integral-de-la-cannabis.html 
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febrero al treinta de abril de dos mil veinte.4 
 
Aun cuando en reunión extraordinaria, las Comisiones Unidas de Justicia; Salud; y Estudios 
Legislativos, Segunda, discutieron y aprobaron, en lo general, el proyecto de dictamen en materia 
de regulación del cannabis, con el cual se pretendía reformar y adicionar la Ley General de Salud y 
al Código Penal Federal, así como expedir la Ley General para la Regulación y Control de Cannabis, 
lo cierto es que esto no daba cumplimiento a lo ordenado por la Corte.5 
 
Por ello, la Suprema Corte extendió dicha prórroga hasta el quince de diciembre de dos mil veinte, 
a efecto de que venciera el último día del periodo ordinario de sesiones del Congreso de la Unión, 
que transcurrió del primero de septiembre al quince de diciembre de dos mil veinte.6 
 
De esta manera, el 19 de noviembre de 2020, el Pleno del Senado aprobó en lo general, con 82 votos 
a favor, 18 en contra y 7 abstenciones, el dictamen por el que se expide la Ley Federal para la 
Regulación del Cannabis, y se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Salud 
y del Código Penal Federal.  
 
El proyecto fue turnado a las Comisiones de Justicia y de Salud de esta Cámara de Diputados el 24 
de noviembre de 2020, y fue hasta el 8 de marzo siguiente que las comisiones unidas de Justicia y 
de Salud aprobaron, con cambios, el dictamen a la minuta con proyecto de decreto por el que se 
expide la Ley Federal para la Regulación del Cannabis, y que reforma y adiciona diversas 
disposiciones de la Ley General de Salud y del Código Penal Federal.7 
 
En vista de la demora del Senado, el 10 de diciembre de ese año la Suprema Corte de Justicia aprobó 
extender la prórroga, en atención a la situación derivada de la emergencia sanitaria ocasionada por 
el COVID-19, así como a la necesidad de que esta Cámara de Diputados contara con el tiempo 
necesario para ejercer sus atribuciones.8 
 
El Dictámen pasó al Pleno, y el 10 de marzo de 2021 esta Cámara aprobó en lo general, con 316 

 
4 http://comunicacion.senado.gob.mx/index.php/informacion/boletines/46675-otorga-suprema-corte-al-
senado-prorroga-para-legislar-sobre-cannabis.html 
5 http://comunicacion.senado.gob.mx/index.php/informacion/boletines/47802-comisiones-aprueban-en-lo-
general-dictamen-sobre-regulacion-del-cannabis.html 
6 https://www.elsoldemexico.com.mx/mexico/sociedad/corte-confirma-prorroga-a-congreso-para-legislar-
sobre-uso-ludico-de-marihuana-5580710.html 
7 http://www5.diputados.gob.mx/index.php/camara/Comunicacion/Boletines/2021/Marzo/08/6049-Aprueban-
comisiones-con-cambios-dictamen-a-la-minuta-que-expide-la-Ley-Federal-para-la-Regulacion-del-Cannabis 
8 https://www.internet2.scjn.gob.mx/red2/comunicados/noticia.asp?id=6291 
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votos a favor, 129 en contra y 23 abstenciones, el dictamen a la minuta con proyecto de decreto por 
el que se expide la Ley Federal para la Regulación del Cannabis, y reforma y adiciona diversas 
disposiciones de la Ley General de Salud y del Código Penal Federal. Con esto pasó nuevamente al 
Senado de la República.9 
 
El siguiente 8 de abril de 2021, en conferencia de prensa, el Presidente de la Junta de Coordinación 
Política del Senado, el Senador Ricardo Monreal Ávila, señaló que existía la posibilidad de solicitar 
nuevamente “otro plazo para culminar el proceso legislativo”, supuestamente para revisar las 
modificaciones efectuadas por la Cámara de Diputados y “actuar con mucha cautela”.10  
 
Por tal razón, señaló que lo mejor sería que el Senado se tomara “un tiempo” y se legislara hasta el 
siguiente periodo de sesiones, que daría inicio el siguiente 1 de septiembre de 2021. Lo anterior 
señaló, atendía a que había diversos intereses que presuntamente presionaban a legislar, 
textualmente señaló que “hay intereses económicos, de la industria tabacalera, de farmacéuticas, y 
el Senado no puede ni debe legislar bajo presión”.11 Esto resulta un tanto cuanto incomprensible, si 
se considera que, en ese contexto, el Senado se encontraba en posibilidad de ratificar las 
modificaciones efectuadas por la Cámara de Diputados, o bien mantener la redacción inicialmente 
propuesta por el propio Senado, por lo que es cuestionable la resistencia del Congreso de la Unión 
para continuar con el proceso legislativo. 
 
III. Declaratoria General de Inconstitucionalidad 
 
En vista de este incumplimiento, el siguiente 28 de junio de 2021 la Corte emitió la Declaratoria de 
Inconstitucionalidad 1/2018, por considerar que el plazo de la prórroga había fenecido, sin que este 
Congreso de la Unión hubiera modificado la normativa actual, a fin de superar el problema de 
inconstitucionalidad. Esto se publicó en el Diario Oficial de la Federación desde el 15 de julio de 
2021, y surtió sus efectos desde la fecha de notificación a esta Cámara de Diputados. 
 
La sentencia declaró la inconstitucionalidad de los artículos 235, último párrafo, en su porción 
normativa "sólo podrán realizarse con fines médicos y científicos y", y 247, último párrafo, en su 
porción normativa "sólo podrán realizarse con fines médicos y científicos y", de la Ley General de 

 
9 https://comunicacionnoticias.diputados.gob.mx/comunicacion/index.php/boletines/la-camara-de-diputados-
aprobo-en-lo-general-el-dictamen-que-expide-la-ley-federal-para-la-regulacion-del-cannabis#gsc.tab=0 
10 https://www.animalpolitico.com/2021/04/monreal-senado-aplazar-discusion-regulacion-cannabis/ 
11 https://politica.expansion.mx/congreso/2021/04/08/monreal-pide-frenar-regulacion-de-marihuana-y-
llevarla-al-proximo-periodo 
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Salud, con los alcances y efectos siguientes:12 
 

…Sin embargo, como se justificó previamente, la prohibición para autorizar las actividades 
relacionadas con el autoconsumo de cannabis y tetrahidrocannabinol (THC) con fines 
recreativos, persiste en la Ley General de Salud, en los artículos 235, último párrafo, y 247, 
último párrafo, que no fueron modificados. 

 
Ahora bien, las porciones normativas referidas no se refieren a la materia penal, y, por 
tanto, no procede dar efectos retroactivos a esta declaratoria general. 
En consecuencia, a juicio de este Tribunal Pleno, el problema de inconstitucionalidad 
advertido se superará limitando la declaratoria general de inconstitucionalidad a las 
porciones normativas en las que subsiste la prohibición en cuestión, previstas en los 
artículos 235, último párrafo, y 247, último párrafo, de la Ley General de Salud, que no 
fueron modificados. 
 
Luego, este Tribunal emite la declaratoria general, únicamente, de las porciones normativas 
que indican "sólo podrán realizarse con fines médicos y científicos y" de los artículos 235, 
último párrafo, y 247, último párrafo, de la Ley General de Salud, vigente, resaltadas a 
continuación: 
 

"ARTICULO 235.- La siembra, cultivo, cosecha, elaboración, preparación, 
acondicionamiento, adquisición, posesión, comercio, transporte en cualquier forma, 
prescripción médica, suministro, empleo, uso, consumo y, en general, todo acto 
relacionado con estupefacientes o con cualquier producto que los contenga queda sujeto 
a: 
 
I.- Las disposiciones de esta Ley y sus reglamentos; 
(REFORMADA, D.O.F. 27 DE MAYO DE 1987) 
II.- Los tratados y convenciones internacionales en los que los Estados Unidos Mexicanos 
sean parte y que se hubieren celebrado con arreglo a las disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
III.- Las disposiciones que expida el Consejo de Salubridad General; 
IV.- Lo que establezcan otras leyes y disposiciones de carácter general relacionadas con 
la materia; 
V.- (DEROGADA, D.O.F. 7 DE MAYO DE 1997) 

 
12 Sentencia dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Declaratoria General de 
Inconstitucionalidad 1/2018. 
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VI.- Las disposiciones relacionadas que emitan otras dependencias del Ejecutivo Federal 
en el ámbito de sus respectivas competencias. 
(REFORMADO, D.O.F. 27 DE MAYO DE 1987) 
 
Los actos a que se refiere este artículo sólo podrán realizarse con fines médicos y 
científicos y requerirán autorización de la Secretaría de Salud. 
 
[...] 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 19 DE JUNIO DE 2017) 
 
ARTICULO 237.- Queda prohibido en el territorio nacional, todo acto de los mencionados 
en el Artículo 235 de esta Ley, respecto de las siguientes substancias y vegetales: opio 
preparado, para fumar, diacetilmorfina o heroína, sus sales o preparados, papaver 
somniferum o adormidera, papaver bactreatum y erythroxilon novogratense o coca, en 
cualquiera de sus formas, derivados o preparaciones. 
 
[...] 
(REFORMADO, D.O.F. 23 DE DICIEMBRE DE 1987) 
 
ARTICULO 245.- En relación con las medidas de control y vigilancia que deberán adoptar 
las autoridades sanitarias, las substancias psicotrópicas se clasifican en cinco grupos: 
 
(REFORMADA, D.O.F. 19 DE JUNIO DE 2017) 
I. Las que tienen valor terapéutico escaso o nulo y que, por ser susceptibles de uso 
indebido o abuso, constituyen un problema especialmente grave para la salud pública, y 
son: 
 
[...] 
[YA NO SE INCLUYE AL THC EN LA LISTA] 
 
Cualquier otro producto, derivado o preparado que contenga las sustancias señaladas en 
la relación anterior y cuando expresamente lo determine la Secretaría de Salud o el 
Consejo de Salubridad General, sus precursores químicos y en general los de naturaleza 
análoga. 
 
[...] 
 
ARTICULO 247.- La siembra, cultivo, cosecha, elaboración, preparación, 
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acondicionamiento, adquisición, posesión, comercio, transporte en cualquier forma, 
prescripción médica, suministro, empleo, uso, consumo y, en general, todo acto 
relacionado con substancias psicotrópicas o cualquier producto que los contenga, queda 
sujeto a: 
 
I.- Las disposiciones de esta Ley y sus reglamentos; 
(REFORMADA, D.O.F. 27 DE MAYO DE 1987) 
II.- Los tratados y convenciones internacionales en los que los Estados Unidos Mexicanos 
sean parte y que se hubieren celebrado con arreglo a las disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
III.- Las disposiciones que expida el Consejo de Salubridad General; 
IV.- Lo que establezcan otras leyes y disposiciones de carácter general relacionadas con 
la materia;  
V.- (DEROGADA, D.O.F. 7 DE MAYO DE 1997) 
VI.- Las disposiciones relacionadas que emitan otras dependencias del ejecutivo Federal 
en el ámbito de sus respectivas competencias. 
(REFORMADO, D.O.F. 27 DE MAYO DE 1987) 
Los actos a que se refiere este artículo sólo podrán realizarse con fines médicos y 
científicos y requerirán, al igual que las substancias respectivas, autorización de la 
Secretaría de Salud." 

 
Es importante enfatizar, ante todo, que los alcances de esta declaratoria general de 
inconstitucionalidad se limitan a remover los obstáculos jurídicos para permitir la 
autorización del consumo personal y regular con fines meramente lúdicos o recreativos, 
exclusivamente, del estupefaciente cannabis (sativa, índica y americana, su resina, 
preparados y semillas) y del psicotrópico THC (tetrahidrocannabinol, los siguientes 
isómeros: D6a (10a), D6a (7), D7, D8, D9, D10, D9 (11) y sus variantes estereoquímicas), en 
conjunto conocidos como "marihuana". 
 
Por lo tanto, esta declaratoria general de inconstitucionalidad no tiene como efectos 
permitir que se autorice el consumo lúdico o recreativo de estupefacientes o psicotrópicos 
distintos a los que en conjunto se conocen como marihuana. 
 
En efecto, con la declaratoria general de inconstitucionalidad de esas porciones normativas, 
se remueve el obstáculo jurídico para que la Secretaría de Salud, a través del órgano 
competente, autorice en lo sucesivo las actividades relacionadas con el autoconsumo de, 
exclusivamente, cannabis y tetrahidrocannabinol (THC) con fines recreativos, respetando el 
derecho fundamental al libre desarrollo de la personalidad reconocido por el artículo 1 de 
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la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por lo que se estima necesario 
ordenar la notificación de la misma también a la Secretaría de Salud y a la COFEPRIS. 
 
En la inteligencia de que en lo sucesivo, y mientras el Congreso de la Unión no legisle al 
respecto, la Secretaría de Salud deberá emitir esas autorizaciones sólo a personas adultas y 
para los efectos precisados en las ejecutorias respectivas, a saber: la adquisición, siembra, 
cultivo, cosecha, preparación, posesión y transporte, exclusivamente, del estupefaciente 
cannabis (sativa, índica y americana o mariguana, su resina, preparados y semillas) y del 
psicotrópico "THC" (tetrahidrocannabinol, los siguientes isómeros: D6a (10a), D6a (7), D7, 
D8, D9, D10, D9 (11) y sus variantes estereoquímicas), en conjunto conocido como 
marihuana. 
 
Así mismo (SIC), la COFEPRIS deberá establecer los lineamientos y modalidades de la 
adquisición de la semilla y tomar todas las medidas necesarias para dar cauce al derecho 
tutelado, sin que la autorización incluya en ningún caso la permisión de importar, comerciar, 
suministrar, o cualquier otro acto que se refiera a la enajenación y/o distribución de las 
substancias antes aludidas. 
 
Además, al emitir las autorizaciones la COFEPRIS deberá precisar que el ejercicio del 
derecho de autoconsumo de cannabis y THC con fines lúdicos o recreativos en ningún caso 
podrá hacerse afectando a terceros, por lo que ese derecho no deberá ser ejercido frente a 
menores de edad ni en lugares públicos donde se encuentren terceros que no hubieran 
brindado su autorización, y precisará que no está permitido conducir vehículos u operar 
máquinas peligrosas bajo los efectos de esas substancias, ni realizar, en general, cualquier 
otra actividad bajo los efectos de esas substancias que pueda poner en riesgo o dañar a 
terceros. 
 
De esta manera, invalidando las porciones normativas precisadas y vinculando a la 
Secretaría de Salud, a través del órgano competente, a emitir las autorizaciones necesarias 
para permitir las actividades necesarias para el autoconsumo recreativo de cannabis y THC, 
con las limitaciones y restricciones precisadas, este Tribunal Pleno considera que se supera 
el problema de constitucionalidad advertido por la jurisprudencia de la Primera Sala. 
 
Por último, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación exhorta al Congreso de la Unión a 
legislar respecto del derecho al autoconsumo recreativo de cannabis y THC, a fin de generar 
seguridad jurídica a los usuarios y a terceras personas, así como las condiciones de 
información necesarias para ejercerlo responsablemente; a tomar las medidas que estime 
pertinentes para tratar esta cuestión como un problema de salud pública; y para brindar a 
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las autoridades de Salud un marco normativo que les permita delimitar adecuadamente el 
ejercicio de ese derecho para evitar daños a terceros, sin que corresponda a esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación dar mayores lineamientos respecto de las políticas que el 
legislador, en uso de su libertad política, decida tomar al respecto. 
 
No pasa inadvertida la posibilidad de que subsistan negativas de la COFEPRIS a autorizar el 
consumo lúdico o recreativo de cannabis y THC fundamentadas en las disposiciones del la 
Ley General de Salud en su texto vigente con anterioridad a la reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el diecinueve de junio de dos mil diecisiete, que se encuentren 
reclamadas en juicios de amparo pendientes de resolver. Sin embargo, este Tribunal Pleno 
considera que, al respecto, los tribunales de amparo deberán resolver teniendo en cuenta 
las normas de la Ley General de Salud aplicadas en dicha negativa y la jurisprudencia de esta 
Suprema Corte al respecto. 

  
De esta sentencia, podemos deducir elementos mínimos que pueden encauzar nuestra función 
legislativa para emitir sin mayores dilaciones una legislación que proteja de manera efectiva los 
derechos de las personas como son: 
 

- Autorizaciones a personas adultas para: la adquisición, siembra, cultivo, cosecha, 
preparación, posesión y transporte, exclusivamente, del estupefaciente cannabis (sativa, 
índica y americana o mariguana, su resina, preparados y semillas) y del psicotrópico "THC" 
(tetrahidrocannabinol, los siguientes isómeros: D6a (10a), D6a (7), D7, D8, D9, D10, D9 (11) 
y sus variantes estereoquímicas), en conjunto conocido como marihuana. 

- Necesidad de regular la importación, comercio, suministro, o cualquier otro acto que se 
refiera a la enajenación y/o distribución de dichas substancias. 

- Necesidad de regular el ejercicio del derecho de autoconsumo de cannabis y THC con fines 
lúdicos o recreativos  

- Proteger los derechos de terceras personas que de alguna forma pudieran verse afectadas 
por el ejercicio de estos derechos, como menores de edad o aquellas que no hubieran 
brindado su autorización 

- Las condiciones o modulaciones al ejercicio de este derecho, como hacerlo en lugares 
públicos, conducir vehículos u operar máquinas peligrosas bajo los efectos de esas 
substancias, o bien realizar, en general, cualquier otra actividad bajo los efectos de esas 
substancias que pueda poner en riesgo o dañar a terceras personas. 

 
IV. Foros ciudadanos 
 
Durante este largo proceso legislativo, se han realizado ya múltiples foros tanto en esta Cámara de 
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Diputados como en la de Senadores, en las cuales se han vertido vastas razones que pueden ayudar 
al legislador a culminar un ordenamiento integral que genere certeza y seguridad jurídica, con pleno 
respeto a la dignidad y los derechos humanos y sin discriminación. 
 
En efecto, desde el 13 y 15 de abril de 2009 se realizó en la Cámara de Diputados el Foro para la 
regulación de la cannabis en México. Ya desde ese foro, se obtuvieron diversas conclusiones y 
propuestas, ejemplo de ello, son las siguientes:13 

 
Que el fenómeno del consumo de marihuana en México debe ser abordado desde una 
perspectiva integral, en la que tendrían que ser consideradas con la misma importancia 
tanto directrices de salud públicas, como opciones reales para disminuir el poder de los 
narcotraficantes que lucran con ella. 
  
El Estado ha perdido el control en materia de política de drogas y es necesario que lo 
recupere a través de nuevas opciones legales y regulatorias. Actualmente, el mercado es 
controlado por criminales que hacen posible la disponibilidad de la misma en todos los 
estratos sociales e incluso entre niños y jóvenes. La regulación de este mercado debe ser 
una obligación del Estado, en beneficio de la salud y la seguridad públicas. 
  
La experiencia internacional demuestra que existen mejores formas de enfrentar el 
consumo de cannabis, y México debe aprender de ellas. 
  
Regular este mercado permitiría un control impositivo sobre su producción y comercio, lo 
que permitiría al Estado destinar mayores recursos a la prevención, la educación y la 
rehabilitación de los usuarios de drogas. 
  
La prohibición absoluta de ciertas drogas y del cannabis en lo particular, tiene los mismos 
efectos que su liberalización absoluta: la pérdida de control del Estado con respecto al 
consumo y al mercado de las mismas. 

 
Esto es, desde hace más de 10 años quedó de manifiesto que la prohibición absoluta de la cannabis 
genera incluso más problemas que su regulación y que, por el contrario, la regulación del mercado 
podría resultar un mejor control de la sustancia, lo cual traería beneficios igualmente en la 
prevención, educación y rehabilitación de las personas consumidoras de otras sustancias; no 
obstante, el tema se dejó para después y no se lograron avances significativos. 

 
13 http://www2.juridicas.unam.mx/marihuana-caso-mexico/wp-content/uploads/2016/02/Libro_-
Foro_cannabis.pdf 
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Posteriormente, esta intención de legislar en el tema cobró fuerza nuevamente con la emisión de 
las jurisprudencias referidas, que fueron publicadas en el Diario Oficial de la Federación desde el 
viernes 22 de febrero de 2019. A partir de ese momento, se inició un largo proceso de foros abiertos 
en los que se invitó a gente experta y de reconocida experiencia en el tema; sin embargo, posterior 
a un largo debate del cual se obtuvieron conclusiones contundentes, el tema continúa sin tener 
siquiera una propuesta final definitiva. 
 
Ejemplo de esto fueron los foros siguientes:  
 

- Foro "Marihuana México", efectuado en el Senado de la República el 20 de marzo de 2019”; 
- Foro regulación de la marihuana llevado a cabo 13 de marzo de 2019; 
- “Foro Hacia una Política de Regulación de la Cannabis”, llevado a cabo en el Senado de la 

República el 8 de abril de 2019; 
- Foro "Hacia una regulación debida de la Cannabis: Experiencia internacional, Derechos 

Humanos y Economía", 11 de septiembre de 2019; 
- Foro “Impacto de la legalización del Cannabis en los jóvenes”, efectuado en Senado de la 

República el 18 de septiembre de 2019; 
- Foro “Cannabis en el mercado internacional”, celebrado en el Senado de la República el 07 

de octubre de 2019; 
- Foro “Cultivo de Cannabis en México. ¿Es posible la producción campesina legal", efectuado 

el el 10 de octubre  de 2019; 
- Foro “Cannabis más allá de lo lúdico”, efectuado el 13 de octubre de 2021 y el 24 y 25 de 

noviembre, en el Senado de la República; 
- Foro “Cannabis, más allá de lo lúdico”, llevado a cabo el 13 de octubre de 2021 en el 

Senado de la República; 
- Foro "Cannabis, más allá de lo lúdico. Segunda parte", llevado a cabo el 24 de noviembre 

de 2021 en el Senado de la República. 
 
Incluso, durante 2022 se llevó a cabo el foro “La regulación del cannabis y las oportunidades para el 
desarrollo de una industria de cáñamo en México”,14 sin mayor consecuencia o resultado material 
que permita concretar un marco normativo que, cuando menos, proteja los derechos de las 
personas usuarias y sus familias, garantice de forma segura las vías de acceso a la sustancia, procure 
la reparación del daño a comunidades vulneradas por la violencia generada por el narcotráfico y se 
ocupe de la reinserción social con perspectiva de derechos de todas aquellas personas condenadas 

 
14 https://comunicacionsocial.senado.gob.mx/multimedia/galeria/2297-foro-la-regulacion-del-cannabis-y-las-
oportunidades-para-el-desarrollo-de-una-industria-de-canamo-en-mexico 
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por realizar estas actividades sin fines ilícitos o por condiciones particulares como en el caso de 
aquellas comunidades vulnerables. 
 
Esto es, lo verdaderamente importante: que se materialicen y concreten las reformas legales 
adecuadas y suficientes, cuando menos para hacer valer esos derechos protegidos y reconocidos 
mediante la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia. 
 
V. Sentencia reciente de la Corte 
 
Recientemente, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió el Amparo en 
Revisión 585/2020, en el cual declaró la inconstitucionalidad del artículo 478 de la Ley General de 
Salud en la porción normativa “… en igual o inferior cantidad a la prevista en la misma…”, para 
efecto de impedir que el Ministerio Público determine el no ejercicio de la acción penal cuando se 
trate de un consumidor del narcótico cannabis sativa, que posea para su consumo personal una 
cantidad superior a 5 gramos que como dosis máxima establece la Tabla de Orientación inserta en 
el artículo 479 del mismo ordenamiento legal.15 
 
En el caso, se analizó un amparo promovido por una persona que fue vinculada a proceso penal por 
el delito de posesión simple de narcóticos, bajo la hipótesis de posesión simple de marihuana. En su 
demanda, la persona afirmó ser consumidor de dicho narcótico, reclamó la inconstitucionalidad de 
los artículos analizados y solicitó la aplicación en su favor de los criterios emitidos por la Suprema 
Corte en materia de uso lúdico de estupefaciente referido.16 
 
Si bien el Juez de Distrito del conocimiento negó el amparo, al conocer de la revisión interpuesta, la 
Corte consideró que dicha porción normativa no atendía a las circunstancias reales del uso o 
consumo personal, como las objetivas del caso y personales del imputado. Esto, al considerar que, 
frente al supuesto de uso o consumo personal, dicha porción normativa ocasiona una afectación 
injustificada e irrazonable a los derechos de salud e integridad personal, privacidad y libre desarrollo 
de la personalidad.17 
 
Ello, al estimar que la medida punitiva no tiene sustento constitucional al amparo de la protección 
a la salud pública pues, por un lado, no existe afectación a otras personas, y por otro, porque no 
puede justificarse bajo el interés colectivo sobre acciones que solo corresponden a la esfera privada 
de la persona. 

 
15 Amparo en revisión 585/2020, resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia. 
16 Idem 
17 Ídem. 
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Estimó también, que la medida penal no es idónea ni necesaria, pues no se justifica en un bien 
jurídico de relevancia penal, además de existir medidas más adecuadas para garantizar en todo caso 
el derecho a la salud. Además, consideró que la medida es desproporcionada, pues genera una 
protección mínima a valores colectivos en comparación con la intensa injerencia del Estado en su 
mayor fuerza coercitiva. 
 
A partir de esto, concluyó que la regulación en materia penal, que no permite reconocer el uso o 
consumo de cannabis sativa para uso personal como supuesto de exclusión del delito es 
inconstitucional, pues tanto el operador jurídico como el destinatario de la norma se encuentran en 
imposibilidad de ponderar cuando no hay delito ante tal supuesto. 
 
Finalmente, precisó que esta decisión no implicaba la legalización de narcóticos, ni la eliminación de 
la conducta delictiva de posesión simple de narcóticos prevista en el artículo 477 de la Ley General 
de Salud ni la despenalización de determinados estupefacientes o psicotrópicos como objetos del 
delito, como tampoco de la Tabla inserta en el artículo 479 de dicha ley y otros supuestos 
penalmente relevantes, sino únicamente de la porción normativa referida y respecto al narcótico 
denominado marihuana, que fue por la que se vinculó a proceso al ciudadano. 
 
VI. Necesidad de la regulación 
 
Actualmente existen múltiples iniciativas en la materia, que pretenden desde únicamente encauzar 
la norma a partir de la declaratoria general de inconstitucionalidad emitida por la Suprema Corte de 
Justicia, hasta algunas otras que pretenden la regulación del cannabis para su uso industrial y para 
el consumo adulto o popularmente conocido como lúdico. No obstante ello, el tema lleva años de 
atraso y el Poder Legislativo lleva en desacato judicial para emitir la regulación correspondiente sin 
que a la fecha exista mínimamente una propuesta seria ni la voluntad política para su aprobación. 
 
El tema que se aborda no solo resulta relevante para la protección de los derechos de las personas 
usuarias y sus familias, sino también para cambiar el enfoque y el tratamiento que se da a esta 
planta, así como los usos que se le dan a este. Si algo ha resultado evidente después de décadas es 
que el régimen prohibicionista ha fracasado: Enfrentar el problema de las drogas con persecución 
policial y militar, y no con medidas de salud pública y reducción de daños, conduce inevitablemente 
a la corrupción y la violencia. Así, la inactividad legislativa ha provocado y sigue provocando 
afectaciones graves en los derechos de las personas. Es imperante asumir nuestra responsabilidad 
legislativa y actuar inmediatamente.  
 
Ahora, como se aprecia de la presente iniciativa, si bien en el criterio aprobado por la Suprema Corte 
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de Justicia se concluyó que el límite de 5 gramos dispuesto en la Ley General de Salud para suponer 
que la posesión es para consumo personal resulta inconstitucional, lo cierto es que los derechos de 
las personas consumidoras y sus familias aún se encuentran en grave riesgo. 
 
Lo anterior pues, en primer lugar, sigue manteniendo el delito de posesión de cannabis, lo cual 
genera como consecuencia que las personas usuarias sigan siendo consideradas de facto y en 
automático, como criminales.  
 
En segundo, porque a pesar de la declaratoria, seguirá siendo un calvario para todas las personas 
consumidoras que, por cualquier razón fueran sorprendidas en posesión de esta sustancia, el agotar 
todo un proceso penal iniciado en su contra, lo cual claramente impone una carga excesiva e 
innecesaria para la ciudadanía, siendo que el consumo de cannabis sin fines de comercio ya está 
protegido por el libre desarrollo de la personalidad mediante las sentencias referidas en la presente 
iniciativa.  
 
Esto tendrá graves consecuencias, no solo para las personas usuarias y sus familias, sino también 
para todo el sistema penal en nuestro país porque seguirá generando la detención y extorsión de 
las personas usuarias, al realizar una conducta que, por un lado, es completamente lícita, de acuerdo 
con la jurisprudencia de la propia Suprema Corte. 
 
Asimismo, la detención, procesamiento y enjuiciamiento de estas personas seguirá constituyendo 
una actividad que implicará el empleo de recursos humanos, técnicos y económicos para la 
persecución de personas inocentes que únicamente porten esta sustancia para su consumo 
personal. Esto afecta directamente a toda la población, pues distrae estos elementos destinados a 
la procuración de justicia, para la persecusión de personas usuarias que no han incurrido 
propiamente en un delito, lo cual tiene como consecuencia el incremento de niveles de inseguridad. 
 
Tercero, porque de permanecer las cosas en el estado en que se encuentran, la falta de una 
normativa que regule siquiera mínimamente un mercado capaz de proporcionar esta sustancia a 
toda aquella persona que pueda y desee consumirla, obligará a estas personas a solicitar un permiso 
a la COFEPRIS, que no garantizará en absoluto que sean detenidas, procesadas y, en su caso, 
sentenciadas, por el tipo penal de portación. 
 
Por todo ello, en la Bancada Naranja estamos convencidos que llevar a cabo esta regulación no sólo 
constituye la protección de los derechos de cientos de miles de personas, sino un imperativo 
obligado para nuestra labor legislativa, que se ha postergado excesivamente atentando contra los 
derechos de las personas de este país. 
 



 
 
 
 
 
 
 

24 
 

En ese sentido, consideramos pertinente retomar los esfuerzos del Congreso de la Unión en cuanto 
a la regulación que ha ido generando consensos durante la discusión de este importante tema, y 
ajustarlos a la visión de una mejor regulación y organismos reguladores fuertes, con presupuesto 
suficiente para actuar. 
 
Consideramos que los derechos de las personas consumidoras de cannabis y sus familias merecen 
que quienes integramos el Poder Legislativo actuemos con responsabilidad, y no sigamos 
demorando una regulación que genere certeza y seguridad jurídica a todas y todos; mucho menos, 
si se derivan de negociaciones políticas o económicas en beneficio de sólo unos cuantos. 
 
Es necesario romper con el paradigma prohibicionista y transitar hacia uno que privilegie la 
regulación responsable, informada, con base en la evidencia, que permita la construcción de un país 
seguro y en paz, con pleno respeto de los derechos de las personas que habitan este país. 
 
Ahora bien, Por todo lo anteriormente expuesto, se somete a su consideración, la presente iniciativa 
con proyecto de: 
 

DECRETO 
 
QUE EXPIDE LA LEY FEDERAL PARA LA REGULACIÓN DEL CANNABIS, Y REFORMA Y ADICIONA 
DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE SALUD Y EL CÓDIGO PENAL FEDERAL. 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- Se expide la Ley Federal para la Regulación del Cannabis, para quedar como 
sigue:  
 

LEY FEDERAL PARA LA REGULACIÓN DEL CANNABIS 
TÍTULO PRIMERO 

Disposiciones Generales 
 

CAPÍTULO I 
Disposiciones Generales 

 
Artículo 1. La presente Ley es de orden público, interés social y observancia general en todo el 
territorio nacional en materia federal y tiene por objeto: 
 
I. La regulación del uso del cannabis y sus derivados, bajo el enfoque de salud pública, derechos 
humanos y desarrollo sostenible, en aras de garantizar condiciones de vida digna a las personas que 
habitan en los Estados Unidos Mexicanos; 
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II. La regulación de los actos que a continuación se enlistan, conforme a lo dispuesto en la presente 
Ley y demás ordenamientos aplicables: 
 
a) Almacenar; 
b) Aprovechar; 
c) Comercializar; 
d) Consumir; 
e) Cosechar; 
f) Cultivar; 
g) Distribuir; 
h) Empaquetar; 
i) Etiquetar; 
j) Exportar; 
k) Importar; 
l) Investigar; 
m) Patrocinar; 
n) Plantar; 
o) Portar, tener o poseer; 
p) Preparar; 
q) Producir; 
r) Promover; 
s) Publicitar; 
t) Sembrar; 
u) Transformar; 
v) Transportar; 
w) Suministrar; 
x) Vender; y, 
y) Adquirir bajo cualquier título. 
 
En el caso del uso medicinal, paliativo o farmacéutico, así como el científico para dichos fines, se 
regulará conforme a lo dispuesto en la Ley General de Salud, su Reglamento y demás normativa 
aplicable. 
 
III. Articular la regulación para el control sanitario del uso de cannabis y sus derivados, a través de 
los mecanismos aplicables para tal efecto, conforme a lo dispuesto en la presente Ley, reglamentos 
y demás ordenamientos aplicables; 
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IV. La determinación específica de los mecanismos de testeado y trazabilidad de conformidad con 
lo dispuesto en la presente Ley, reglamentos, normas oficiales y demás ordenamientos aplicables; 
 
V. Establecer los mecanismos de monitoreo, evaluación, respuesta, seguimiento e información 
relativa a los riesgos de la implementación de la regulación del uso del cannabis y sus derivados; y, 
 
VI. Aquellos otros que establezca la presente Ley. 
 
Artículo 2. Corresponde al Gobierno Federal, por conducto de la Secretaría de Salud, del Instituto 
para la Regulación y Control del Cannabis y de las autoridades competentes, el control y la 
regulación de los actos inmersos en el objeto de la presente Ley establecidas en el artículo que 
precede, en los reglamentos correspondientes, Normas Oficiales Mexicanas y en las disposiciones 
aplicables. 
 
Las autoridades de las Entidades Federativas, de las Alcaldías de la Ciudad de México y de los 
Municipios de la República Mexicana, en sus correspondientes ámbitos de competencia, tendrán la 
intervención que esta Ley, la Ley General de Salud y sus Reglamentos señalen. 
 
Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entiende por: 
 
I. Actos relativos al uso del cannabis y sus derivados: Son aquellas acciones realizadas por las 
personas, dependiendo del uso o fin que se le otorgue al cannabis y sus derivados, con excepción 
del uso medicinal y del cáñamo: 

 
Estos actos son: 
 
a) Adquirir cannabis o sus derivados a cualquier título: Acto a través del cual una persona 
obtiene de otra semillas, derivados o productos del cannabis de manera gratuita o a través 
de una contraprestación 
b) Almacenar: Guardar, reunir o depositar en un lugar determinado, sustancias o productos 
con contenido del cannabis y sus derivados; 
c) Aprovechar: Utilizar sustancias o productos del cannabis y sus derivados para obtener 
algún provecho o beneficio propio; 
d) Comercializar: Suministrar productos con contenido del cannabis y sus derivados, de 
manera remunerada, para su distribución, consumo o uso en el mercado; 
e) Consumir: Hacer uso del cannabis y sus derivados; 
f) Cosechar: Aquella actividad que se realiza cuando la planta del cannabis se encuentra en 
un punto de maduración tal, que permite sea cortada entera o en ramas; 
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g) Cultivar: Dar a la extensión de tierra o a otros sustratos destinados para tal efecto a las 
plantas del cannabis, las labores y cuidados necesarios para que estas fructifiquen; 
h) Distribuir: Repartir uno o varios productos con contenido del cannabis a los locales o 
establecimientos en que deba comercializarse; 
i) Empaquetar: Actividad encaminada a hacer paquetes con contenido del cannabis y sus 
derivados, destinados para su venta, atendiendo las especificaciones establecidas en esta 
Ley y en la Ley General de Salud; 
j) Etiquetar: Colocar etiquetas o marbetes a los productos que contengan cannabis y sus 
derivados destinados para su venta, de conformidad con lo establecido por la legislación 
aplicable; 
k) Exportar: La salida del territorio nacional de cannabis o de productos elaborados con 
este, de conformidad con las disposiciones legales aplicables; 
l) Importar: La entrada al territorio nacional de cannabis o de productos elaborados con 
este, de conformidad con las disposiciones legales aplicables; 
m) Patrocinar: Acción de exponer una marca o producto públicamente, con el objetivo de 
atraer clientes y aumentar las ventas; 
n) Plantar: Acción de introducir en la tierra o en otros sustratos una o varias plantas del 
cannabis para que esta arraigue y siga su curso naturales de crecimiento; 
o) Portar, tener o poseer: La tenencia material de productos con contenido del cannabis o 
sus derivados o cuando estos se encuentran dentro del radio de acción y disponibilidad de 
la persona; 
p) Preparar: Acciones realizadas para la obtención de un producto del cannabis y sus 
derivados; 
q) Producir: Elaboración de productos con contenido del cannabis. 
r) Promocionar: Divulgar, comunicar, recomendar o dar a conocer productos del cannabis 
y sus derivados; 
s) Publicitar: Utilizar herramientas de mercado que emplean mensajes que buscan 
convencer a las personas consumidoras a comprar o adquirir un producto, servicio o marca; 
t) Sembrar: Es la acción encaminada a la germinación de las semillas en un sustrato 
adecuado para el cultivo del cannabis; 
u) Transformar: Acción o proceso mediante el cual la planta del cannabis o sus derivados, 
sufre de alguna modificación, alteración o cambio de forma, manteniendo su identidad; 
v) Transportar: Trasladar de un lugar a otro cannabis, sus derivados o productos; 
w) Suministrar: Proveer a alguien del cannabis, sus derivados o productos; 
x) Vender cannabis o sus derivados: Acto a través del cual una persona obtiene de otra 
semillas, derivados o productos del cannabis a través de una transacción comercial. 
 

II. Asociaciones: Asociaciones constituidas en los términos de las respectivas leyes aplicables; 



 
 
 
 
 
 
 

28 
 

III. Autorización: Es el acto administrativo mediante el cual la autoridad competente permite la 
realización de actividades relacionadas con el objeto de esta Ley, mediante el otorgamiento de 
licencias o permisos en los casos, con los requisitos y modalidades que determine esta Ley y las 
demás disposiciones aplicables; 
IV. CBD: Cannabidiol, uno de los dos componentes cannabinoides más abundantes de la planta del 
cannabis, que se encuentra en porciones variables dependiendo de la cepa que no produce efectos 
psicoactivos; 
V. Cannabinoides: Un grupo de compuestos químicos orgánicos de tipo terpeno fenólicos que son 
asociados con la actividad farmacológica que presenta el cannabis; 
VI. Cannabinoides sintéticos: Sustancias similares o completamente diferentes a los compuestos 
del cannabis, con acciones farmacológicas similares, pero que son totalmente sintéticos y creados 
en un laboratorio; 
VII. Cannabis: Término genérico empleado para designar las semillas, plantas o partes de esta, que 
contiene entre otros componentes CBD y THC, que puede o no producir efectos psicoactivos; 
VIII. Cáñamo. Son aquellas plantas o piezas de la planta del género cannabis, incluyendo sus 
derivados, que puede producir fibras y no produce ningún efecto psicoactivo, cuyo contenido de 
THC es inferior al 1%; 
IX. Control sanitario: Es el conjunto de acciones de orientación, educación, muestreo, verificación 
y, en su caso, la aplicación de medidas de seguridad y sanciones, competencia de la Secretaría de 
Salud; 
X. Instituto: Instituto para la Regulación y Control del Cannabis; 
XI. Ley: Ley Federal para la Regulación del Cannabis; 
XII. Licencias: Son aquellos medios de control que se aplican sobre el ejercicio de determinados 
actos permitidos legalmente y que son desempeñados por personas físicas o morales una vez 
cumplidos los requisitos establecidos; 
XIII. Permiso: Autorización emitida por la autoridad competente que otorga la posibilidad a las 
Asociaciones, de realizar los actos autorizados en la presente Ley, siempre y cuando cumplan con 
los requisitos establecidos; 
XIV. Promoción: Son aquellas herramientas y estrategias en el sector comercial dedicadas a la 
presentación y expansión del consumo de un producto con contenido del cannabis y sus derivados; 
XV. Territorio: Es el espacio físico que pertenece a los Estados Unidos Mexicanos en los términos 
previstos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el que cobra ámbito 
espacial de validez el presente ordenamiento; 
XVI. Testear: Someter a la semilla y planta del cannabis y sus derivados a un control de verificación 
y prueba realizado por las autoridades competentes, que incluya descripción varietal, análisis de 
inocuidad y cualquier otro que determine el Instituto, con excepción de los actos propios del 
autoconsumo de cannabis de las personas físicas en su vivienda o casa habitación;  
XVII. THC: Tetrahidrocannabinol, es un cannabinoide psicoactivo de la planta del cannabis más 
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abundante, en las variedades clasificadas precisamente como psicoactivas; 
XVIII. Trazabilidad: Procedimiento que permite identificar el origen y las diferentes etapas del 
proceso de producción y distribución del Cannabis, su materia prima y sustancias derivadas hasta 
su disposición final y que contiene la información unificada de todas las actividades para fines de 
control, con excepción de los actos propios del autoconsumo de cannabis de las personas físicas en 
su vivienda o casa habitación; 
XIX. Uso del cannabis para fin de investigación: La utilización del cannabis y sus derivados destinado 
a laboratorios, institutos y universidades para la realización de diversos estudios y averiguar sobre 
las propiedades nutricionales, industriales y productivas que contiene dicha planta, así como sobre 
sus características agronómicas; 
XX. Uso del cannabis para fin comercial: La utilización del cannabis, sus derivados y productos 
destinados a los establecimientos previamente autorizados por esta Ley con el fin de poner el 
producto al alcance de las personas consumidoras; 
XXI. Uso del cannabis para fin personal: Los actos inherentes a la utilización del cannabis y sus 
derivados para autoconsumo; 
XXII. Uso adulto: La utilización del cannabis en ejercicio del derecho al libre desarrollo de la 
personalidad de una persona mayor de 18 años con posibilidad de manifestar expresamente su 
consentimiento libre e informado, con las prerrogativas y prohibiciones previstas en esta Ley, para 
para fines lúdico o recreativo, y 
XXIII. Uso del cáñamo para fines industriales: La utilización del cáñamo y sus derivados, desde la 
siembra y el cultivo para la obtención, elaboración, fabricación, preparación, conservación, 
mezclado, acondicionamiento, envasado, manipulación, transporte, distribución, almacenamiento, 
expendio y suministro al público de productos distintos a los medicamentos, regulado en términos 
de la normativa que corresponda. 
 
Artículo 4. A falta de disposición expresa en la presente ley, se aplicará supletoriamente: 
 
l. Tratándose de la promoción, respeto, protección y garantía del derecho humano a la salud, la Ley 
General de Salud; 
II. Tratándose de cualquier trámite, acto o procedimiento de naturaleza administrativa inherente al 
objeto de esta Ley, la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; y, 
III. En todo lo no previsto por esta Ley deberá estarse a lo dispuesto en el Código Civil Federal. 
 
Artículo 5. Se consideran ejes rectores de la regulación del cannabis y sus derivados, por ende, 
aplicables a esta Ley y a la normatividad que le resulte afín: 
 
l. La promoción, respeto, protección y garantía de los Derechos Humanos, las libertades 
fundamentales y la dignidad humana, en los términos previstos por la Constitución Política de los 
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Estados Unidos Mexicanos, la Carta de la Organización de las Naciones Unidas, los tratados 
internacionales en materia de Derechos Humanos de los que México sea parte, y cualquier 
ordenamiento que sea aplicable en tal rubro, atendiendo entre otros principios que rigen los 
derechos humanos, al principio pro persona, al principio de no criminalización, la transversalización 
del enfoque de derechos humanos y la justicia social; 
 
II. La interpretación de las disposiciones contenidas en esta Ley se realizará de acuerdo con los 
principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad a que se refiere el 
artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;  
 
III. El goce efectivo de los derechos que esta ley otorga, sin discriminación, ni criminalización alguna; 
 
IV. La atención del consumo problemático del cannabis con un enfoque de salud pública, aplicando 
el reforzamiento de políticas y medidas de prevención, intervención oportuna, atención, 
tratamiento, recuperación, rehabilitación y reinserción social; 
 
V. Las medidas que el Gobierno Federal adopte en la regulación del cannabis y sus derivados 
deberán siempre garantizar la protección de grupos en situación de vulnerabilidad y desventaja, 
como niños, niñas y adolescentes, mujeres, comunidad LGBTTTIQ+, personas mayores, personas 
con discapacidad, así como pueblos y comunidades indígenas, personas campesinas o ejidatarias, 
ejidos y comunidades agrarias, comunidades en situación de marginación o que, por sus 
condiciones, características o por haber sido afectados por el sistema prohibicionista, deban tener 
una atención prioritaria; 
 
VI. La regulación del cannabis y sus derivados con perspectivas de género, interseccionalidad e 
interculturalidad; 
 
VII. La regulación del cannabis y sus derivados con un enfoque transversal y multidisciplinario; 
 
VIII. La autodeterminación de las personas mayores de edad respecto al uso del cannabis y sus 
derivados, consistente en el reconocimiento del derecho al ejercicio del libre desarrollo de la 
personalidad, sin coacción ni controles injustificados, con el fin de cumplir las metas u objetivos que 
se han fijado, de acuerdo con sus valores, ideas, expectativas, gustos, etcétera, en tanto que este 
derecho no debe ejercerse en detrimento de los derechos de terceras personas; 
 
IX. El fomento al desarrollo sostenible de conformidad con la normatividad nacional e internacional 
aplicable; 
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X. El empoderamiento de pueblos y comunidades indígenas, personas campesinas o ejidatarias, 
ejidos y comunidades agrarias, comunidades en situación de marginación o que, por sus condiciones 
o características resultaron afectados por el sistema prohibicionista o bien, se encuentran en 
situación de vulnerabilidad o desventaja, en las actividades relativas a la siembra, plantación, cultivo 
y cosecha del cannabis y sus derivados, así como la preferencia de estos sobre otros grupos menos 
vulnerables en el goce de los derechos que se derivan de esta Ley, así como en el otorgamiento de 
licencias; 
 
XI. El fomento a la paz y la seguridad de la sociedad, contribuyendo en la disminución del mercado 
ilegal del cannabis y con ello, del crimen organizado; y, 
 
XII. Contribuir a la disminución de la corrupción y la violencia. 
 
Artículo 6. En todas las políticas públicas, programas, servicios y cualquier actividad relativa al 
derecho a la salud relacionado con la regulación del cannabis y sus derivados, sin perjuicio de otras 
disposiciones aplicables, deberán acatarse los siguientes principios: 
 
l. Trato digno y respetuoso de los derechos humanos;  
II. Accesibilidad; 
III. Asequibilidad; 
IV. La no discriminación; 
V. Acceso a la información; y,  
VI. Protección de datos personales. 
 
Artículo 7. El Instituto determinará los mecanismos y procedimientos de testeado y trazabilidad del 
cannabis, sus derivados y productos en los términos previstos por esta Ley, la Ley General de Salud, 
los reglamentos y demás disposiciones aplicables. Para esto, se atenderá a la situación de los 
productores y sus características. 
 
Los actos propios del autoconsumo de cannabis de las personas físicas en su vivienda o casa 
habitación, quedan exceptuados de los mecanismos y procedimientos de testeado y trazabilidad. 
 
El Instituto deberá, en el ámbito de su competencia, validar los laboratorios acreditados por las 
autoridades competentes en los cuales deberán practicarse los análisis y pruebas que correspondan, 
sin perjuicio de los certificados emitidos por otras autoridades. 
 
Artículo 8. Las conductas o actos que comprenden los usos del cannabis, su resina, preparados, el 
psicotrópico THC-tetrahidrocannabinol, sus isómeros y variantes estereoquímicas referidos en la 
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normatividad aplicable, para los fines autorizados por esta Ley, no podrán ser objeto de persecución 
penal ni causa de discriminación, en los términos que esta Ley, la Ley General de Salud y demás 
ordenamientos legales establecen. 
 
Artículo 9. Los actos relativos al uso del cannabis y sus derivados para los fines que esta Ley 
establece fomentarán el desarrollo sostenible, por ende, las políticas, planes, lineamientos y 
programas empleados por las autoridades buscarán la seguridad, prosperidad y bienestar. 
 
Artículo 10. Las autoridades competentes, por conducto del Instituto, incentivarán el cumplimiento 
de las disposiciones de esta Ley relativas al desarrollo sostenible, mediante: 
 
l. Expedición de Certificados de Sustentabilidad; 
II. Gestión de créditos a través de la banca de desarrollo; y, 
III. Las que determinen otros ordenamientos y reglamentos correspondientes. 
 
Artículo 11. El Instituto, dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, deberán 
otorgar la asesoría, facilidades y en su caso, acompañamientos necesarios a pueblos y comunidades 
indígenas, personas campesinas o ejidatarias, ejidos y comunidades agrarias, comunidades en 
situación de marginación o que, por sus condiciones, características o por haber sido afectados por 
el sistema prohibicionista, deban tener una atención prioritaria o que se encuentren en estado de 
vulnerabilidad, así como a grupos de micro y pequeños agricultores con el objeto de facilitarles el 
acceso a la información y cumplimiento de requisitos necesarios para acceder a los beneficios de 
programas, planes, mecanismos en cumplimiento al objeto de esta Ley y, en general, a cualquier 
acto que permita su empoderamiento, incluyendo el acceso a financiamiento de la banca de 
desarrollo y comercial, así como la asesoría respectiva a fin de que puedan ser titulares de alguna 
de las licencias a las que se refiere esta Ley, los reglamentos y demás disposiciones aplicables, que 
permitan su crecimiento económico y desarrollo comunitario con base en alguna actividad relativa 
al uso del cannabis y sus derivados para los fines autorizados. 
 
Las personas y grupos referidos en el párrafo anterior, especialmente cuando se trate de mujeres, 
tendrán la preferencia sobre otros menos o nada vulnerables en el otorgamiento de licencias, a fin 
de promover su empoderamiento e independencia económica, bastando que acrediten su calidad 
o carácter y se encuentren legalmente constituidos conforme a la legislación que los rija, cuando así 
corresponda. 
 
El Instituto deberá evaluar continuamente que sus condiciones generales de vida han mejorado y 
en su caso, coadyuvará con la autoridad competente en la investigación e inhibición de conductas 
que puedan ser constitutivas de monopolios, prácticas monopólicas, concentraciones y demás 
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restricciones al funcionamiento eficiente de los mercados. 
 

TÍTULO SEGUNDO 
Del uso del cannabis y sus derivados 

CAPÍTULO I 
Disposiciones generales 

 
Artículo 12. Los usos del cannabis y sus derivados autorizados por esta Ley son: 
 
l. Uso adulto; 
 
a) Para uso personal y autoconsumo; 
b) Para uso compartido entre quienes integran Asociaciones de consumo del cannabis; 
c) Comercialización para uso adulto; 
II. De investigación, con excepción de la investigación del uso medicinal del Cannabis y sus 
derivados. 
 
Artículo 13. Queda permitido a personas mayores de dieciocho años consumir cannabis y sus 
derivados, siempre que concurran las siguientes condiciones: 
 
l. Que no se realice frente a alguna persona menor de dieciocho años o cualquier otra imposibilitada 
para manifestar expresamente su consentimiento libre e informado y que pudiera resultar expuesta 
al impacto nocivo del humo de segunda mano, sin que se tomen las medidas mínimas necesarias 
para la salvaguarda de su salud; 
 
II. Que no se realice frente a alguna persona mayor de edad que no haya otorgado su 
consentimiento para ello, a fin de evitar el impacto nocivo del humo de segunda mano, sin que se 
tomen las medidas mínimas necesarias para la salvaguarda de su salud. 
 
Artículo 14. Queda permitida la venta del cannabis y sus derivados para uso adulto sólo dentro del 
Territorio, la cual se delimitará a los establecimientos autorizados por el Instituto, quienes deberán 
obtener una licencia expedida por éste y cumplir los requisitos que esta Ley y la demás normativa 
aplicable establezca. 
 
Artículo 15. Las personas menores de dieciocho años no tendrán acceso al cannabis para uso adulto. 
Quienes se lo provean, faciliten o realicen alguna actividad inherente a permitir el acceso del 
cannabis a las personas citadas incurrirán en las infracciones administrativas u otras 
responsabilidades en las que incurran conforme a lo que disponga esta Ley y la normativa y los 
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reglamentos correspondientes. 
 
Queda prohibido el empleo de niñas, niños y adolescentes en cualquier actividad relacionada con la 
siembra, cultivo, plantación, cosecha, comercio, producción, distribución, suministro, venta y 
consumo de cannabis. 
 
Sin perjuicio de las sanciones establecidas en otros ordenamientos legales, el incumplimiento al 
contenido del párrafo que antecede se sancionará administrativamente con una multa de 100 hasta 
3,000 veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, la cual se duplicará en caso de 
reincidencia, previo apercibimiento de tal sanción. 
 
Para el caso de reincidencia, se sancionará con la revocación del permiso, previo apercibimiento de 
tal sanción. 
 
Atendiendo la interdependencia de los derechos humanos, el Estado implementará las políticas, 
programas, planes y acciones permanentes que sean necesarios para que, respetando la libre 
determinación de las personas y el derecho a la salud, se informe respecto de los posibles riesgos, 
y se fomente el consumo  responsable de cannabis, basado en la evidencia científica respecto al 
consumo del cannabis, especialmente a personas mayores de dieciocho y menores de veinticinco 
años, así como a mujeres embarazadas y en periodo de lactancia. 
 
Artículo 16. Las emergencias médicas relacionadas con el consumo del cannabis deberán ser 
atendidas oportunamente por cualquier institución o profesional de las áreas de la salud que sean 
requeridos, sin discriminación ni criminalización. 
 
Se establecerán los mecanismos para capacitar a las y los profesionales de la salud para facilitar el 
acceso de las personas que consumen cannabis a los servicios de salud, tanto en las áreas de 
urgencias médicas, como de tratamiento y en su caso, en los programas de reducción de daños y 
riesgos, con pleno respeto a los derechos humanos, con enfoque de género, interculturalidad y 
sensibilidad con el ciclo de vida. 
 

CAPÍTULO II 
Del uso adulto 

Sección Primera 
Del autoconsumo y uso personal 

 
Artículo 17. El uso adulto en autoconsumo comprende los actos que a continuación se enuncian: 
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l. Sembrar 
II. Cultivar; 
III. Cosechar; 
IV. Aprovechar; 
V. Preparar; 
VI. Portar; 
VII. Transportar; y  
VIII. Consumir. 
 

Sección Segunda. 
De las Asociaciones de consumo del cannabis. 

 
Artículo 18. Para que las Asociaciones a las que se refiere esta Sección gocen de los derechos 
establecidos en esta Ley, deberán constituirse con un mínimo de 2 y un máximo de 100 personas 
asociadas, mayores de edad. 
 
Con el objeto de identificar plenamente los actos que la autoridad competente autorice en 
cumplimiento a esta Ley y la normatividad aplicable, las Asociaciones deberán citar brevemente en 
su denominación, algunas palabras o frases que permitan identificar el objeto al que se refiere este 
precepto, sin que ello implique la promoción del consumo del cannabis. 
 
Las personas fedatarias públicas ante quienes se constituyan, deberán cerciorarse del cumplimiento 
de las disposiciones legales aplicables. 
 
Atendiendo a los principios que rigen los derechos humanos, esta Ley, su reglamento y demás 
disposiciones legales determinarán los requisitos y condiciones, entre otros, dispositivos de 
filtración y absorción de humos, gases o vapores que deberá cumplir el domicilio social donde se 
efectuarán las actividades permitidas a las Asociaciones, considerando una distancia mínima de 
quinientos metros entre estos y los lugares libres de humo de tabaco, viviendas, centros escolares, 
deportivos y culturales, recreativos y en general, cualquier lugar donde pudiera existir afectación 
por exposición de humo o sustancias producidas a causa del consumo de cannabis a niñas, niños y 
adolescentes y a terceras personas que no hayan dado su autorización expresa. 
 
Artículo 19. Queda permitido a las Asociaciones efectuar los siguientes actos respecto al cannabis y 
sus derivados, propios para el uso personal de las personas asociadas, siempre que cumplan con los 
requisitos legales exigidos: 
 
l. Sembrar; 
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II. Cultivar; 
III. Cosechar; 
IV. Aprovechar; 
V. Preparar; y, 
VI. Consumir. 
 
Artículo 20. Para poder ser asociado o asociada, deberán cumplirse los siguientes 
requisitos: 
 
l. Ser personas mayores de edad. Las personas titulares o encargadas de las notarías públicas ante 
quienes se efectúe la constitución de la Asociación Civil que corresponda, se cerciorarán del 
cumplimiento de tales requisitos, bajo pena de incurrir en responsabilidad; 
II. No deberán pertenecer a ninguna otra Asociación; y, 
III. Las demás que exija esta Ley y demás normativa aplicable. 
 
Artículo 21. Queda prohibido a las Asociaciones: 
 
l. Realizar algún otro acto y uso del cannabis y sus derivados para fines que no estén expresamente 
permitidos por su permiso en virtud de esta Ley; 
 
II. Realizar alguno de los actos a los que este capítulo se refiere, con el objeto de proporcionar el 
cannabis o sus derivados a personas que no estén reconocidas legalmente como asociadas o 
asociados; 
 
III. Realizar al interior de sus instalaciones alguno de los actos a los que este capítulo se refiere 
respecto de otras sustancias consideradas psicoactivas; 
 
IV. Permitir el acceso al domicilio social de niñas, niños y adolescentes; y, 
 
V. Los demás actos que esta Ley y la normatividad aplicable prohíban. 
 
Sin perjuicio de las sanciones establecidas en otros ordenamientos legales, el incumplimiento al 
contenido del presente artículo se sancionará con una multa de 100 hasta 1,000 veces el valor diario 
de la Unidad de Medida y Actualización, la cual se duplicará en caso de reincidencia, previo 
apercibimiento de tal sanción. 
 
Para el caso de una nueva reincidencia, se sancionará con la revocación del permiso, previo 
apercibimiento de tal sanción. 
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Sección Tercera 

De la comercialización para uso adulto 
 
Artículo 22. Se permite la comercialización de cannabis, sus productos y derivados para uso adulto, 
a personas mayores de edad y a personas jurídicas colectivas legalmente constituidas conforme a la 
legislación que las rija, ambas de carácter mercantil, que cuenten con la licencia de comercialización 
correspondiente y cumplan con los requisitos de esta Ley, así como los establecidos por la 
normatividad aplicable. 
 
Artículo 23. Se consideran establecimientos autorizados aquellos lugares en los que se comercializa 
el cannabis y sus derivados para los fines a que se refiere este capítulo y que cuenten con la licencia 
correspondiente en los términos de esta Ley, la Ley General de Salud y demás normativa aplicable. 
 
Artículo 24. Quien comercialice o distribuya productos del cannabis o sus derivados para uso adulto, 
deberá: 
 
l. Ofrecer servicios de información con relación a los usos, compuestos, propiedades, efectos y 
posibles riesgos del cannabis y sus derivados conforme a los lineamientos que emita el Instituto;  
 
II. Mantener en exhibición en un lugar visible en el interior del establecimiento que corresponda, la 
licencia otorgada por el Instituto; 
 
III. Cerciorarse de que las personas que ingresen al establecimiento sean mayores de edad. Para tal 
efecto, se exigirá la exhibición y presentación de una identificación oficial vigente con fotografía que 
coincida con los rasgos de quien la porta; 
 
IV. Mantener en exhibición en un lugar visible en el interior del establecimiento que corresponda, 
un anuncio que contenga la leyenda sobre la prohibición de comercializar, vender, distribuir y 
suministrar a personas menores de dieciocho años; 
 
V. Exhibir en los establecimientos las leyendas de advertencia que fomenten el consumo 
responsable del cannabis y sus derivados; y, 
 
VI. Los demás que esta Ley y la normativa aplicable exijan. 
 
La inobservancia a lo dispuesto en el presente artículo se sancionará con una multa de 500 hasta 
3,000 veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, la cual se duplicará en caso de 
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reincidencia, previo apercibimiento de tal sanción. 
 
Para el caso de reincidencia, se sancionará con la revocación de la licencia, previo apercibimiento 
de tal sanción. 
 
Artículo 25. Queda prohibido comercializar el cannabis y sus derivados para uso adulto: 
 
l. De cualquier producto que exceda el porcentaje de niveles de THC, de CBD o de la combinación 
de ambos, autorizado por el Instituto; 
 
II. De productos mezclados con otras sustancias tales como alcohol, nicotina, tabaco, cafeína, 
bebidas energizantes o cualquiera otra, considerada o no como psicotrópica, que aumente, real o 
potencialmente los efectos del cannabis psicoactivo y sus derivados, y que pudiera generar 
afectaciones a la salud de las personas; 
 
III. De cualquier producto empaquetado y etiquetado de manera diversa a aquella autorizada por el 
Instituto; y, 
 
IV. Realizar actividades que no estén comprendidas en la licencia. 
 
Sin perjuicio de las sanciones establecidas en otros ordenamientos legales, el incumplimiento al 
contenido del presente artículo se sancionará con una multa de 500 hasta 3,000 veces el valor diario 
de la Unidad de Medida y Actualización, la cual se duplicará en caso de reincidencia, previo 
apercibimiento de tal sanción. 
 
Para el caso de reincidencia, se sancionará con la revocación de la licencia, previo apercibimiento 
de tal sanción. 
 

CAPÍTULO III 
Del empaquetado y etiquetado 

 
Artículo 26. Los productos del cannabis y sus derivados que sean puestos a la venta para uso adulto, 
además de los lineamientos, Normas Oficiales Mexicanas y requisitos sanitarios y administrativos 
exigidos por las autoridades competentes en los términos de esta ley y demás normatividad 
aplicable, también deberán ser empaquetados y etiquetados conforme a los siguientes requisitos: 
 
I. Estarán contenidos en un empaque estandarizado genérico, asegurando en todo caso no contener 
colores o elementos llamativos que puedan promover una marca, un producto o su consumo, 
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conteniendo únicamente los elementos necesarios para transmitir la información indispensable a 
las personas consumidoras; 
 
II. No deberán exponer testimonios o respaldos sobre el producto, ni deberán contener alguna 
representación de persona o personaje real o ficticio; 
 
III. No deberán contener imágenes explicitas o subliminales que evoquen alguna emoción, 
sentimiento, estado o forma de vida o cualquier sensación semejante que implique asociarlas con 
el uso o consumo del cannabis y sus derivados; 
 
IV. No deberán contener logotipos que evoquen el consumo del cannabis y sus derivados; 
 
V. Deberán estar elaborados preferentemente con materiales sostenibles, reciclables, 
biodegradables y compostables, aprobados por la autoridad competente; 
 
VI. Serán herméticos, resellables y a prueba de niñas y niños, así como una etiqueta que contenga 
la leyenda que haga alusión a la prohibición de su consumo para niños, niñas y adolescentes. 
 
VII. Contendrán el etiquetado con el número de la licencia otorgada, así como sus datos de registro; 
 
VIII. Contendrán el etiquetado con el número de registro que determine la Secretaría de Salud; 
 
IX. Contendrán el etiquetado con el tipo de cannabis utilizado para la elaboración del producto; 
 
X. Contendrán el etiquetado con el símbolo universal THC, cuando así corresponda; 
 
XI. Contendrán el etiquetado con los niveles de THC y CBD; 
 
XII. Contendrán un etiquetado de tamaño considerable, con una leyenda con letras grandes, que 
describa los posibles efectos negativos del consumo del producto, la cual deberá ocupar al menos 
el 50% de la superficie principal expuesta del empaque del producto. 
 
XIII. Señalarán que la venta se encuentra permitida dentro del territorio nacional; 
 
XIV. Contendrán un signo único de control visible de alta seguridad, marca o etiqueta, que denote 
que ha cumplido con las normas de trazabilidad; y, 
 
XV. Los productos con contenido de cannabis contendrán en su etiqueta las leyendas de advertencia 
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que el Instituto determine, según corresponda. 
 

TÍTULO TERCERO 
De las Autorizaciones 

CAPÍTULO I 
Licencias 

 
Artículo 27. Las licencias materia de esta Ley, serán de cuatro tipos: 
 
l. Cultivo: Incluye la adquisición de semilla o plántula, la siembra, el cultivo, la cosecha y preparación 
del cannabis; 
 
II. Transformación: Incluye la preparación, la transformación, la fabricación y la producción del 
cannabis; 
 
III. Comercialización: Incluye la distribución y la venta al público del cannabis, sus derivados y 
productos; y,  
 
IV. Exportación o importación: Incluye la distribución y venta fuera del territorio nacional, así como 
el ingreso a este, de cannabis o productos elaborados a base de este, en los términos de las leyes, 
tratados internacionales y demás normatividad aplicable, las cuales deberán precisar su destino u 
origen, respectivamente. 
 
Las licencias incluirán las actividades auxiliares de transporte y almacenamiento.  
 
Las licencias descritas en las fracciones I y II de este artículo, incluyen la venta a las personas titulares 
de las licencias correspondientes del siguiente eslabón de la cadena productiva, la cual deberá ser 
congruente con los actos autorizados. 
 
En el caso de las licencias previstas en la fracción V de este artículo, los productos de la investigación 
se regirán por lo dispuesto en la normativa aplicable. 
 
Los procesos y los productos amparados bajo las licencias deberán ser verificados por el Instituto y 
las autoridades competentes o bien, a través de un tercero autorizado. 
 
Para el caso de la licencia a la que se refiere la fracción I de este artículo, respecto al cannabis, la 
extensión autorizada a cielo abierto será de una hectárea por licenciatario, y bajo cubierta será hasta 
mil metros cuadrados, en casos específicos el Instituto podrá incrementar el número de licencias de 
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una hectárea o mil metros cuadrados, según sea el caso, en particular tratándose de acciones 
afirmativas a favor de pueblos y comunidades indígenas, personas campesinas o ejidatarias, ejidos 
y comunidades agrarias, comunidades agrarias, comunidades en situación de marginación o que, 
por sus condiciones, características o por haber sido afectados por el sistema prohibitivo, deban 
tener una atención prioritaria, así como grupos de micro y pequeños agricultores, de tal manera que 
el Instituto puede otorgar hasta ocho licencias de una hectárea y dos licencias bajo cubierta por 
persona licenciataria. 
 
Queda prohibida la reconversión de terrenos de vocación forestal a la producción del cannabis. 
 
La licencia de cultivo determinará los términos de su expedición y el beneficiario tendrá la obligación 
de acatarlos, caso contrario se le sancionará con multa de 150 hasta 3000 veces el valor diario de la 
Unidad de Medida y Actualización, la cual se duplicará en caso de reincidencia, previo 
apercibimiento de tal sanción. 
 
Para el caso de una nueva reincidencia, se sancionará con la revocación de la licencia previo 
apercibimiento de tal sanción. 
 
Artículo 28. El Instituto podrá negar la expedición de licencias adicionales, o revocar las ya otorgadas 
para las personas titulares, previa opinión de la Comisión Federal de Competencia Económica, 
cuando pueda constituir limitaciones a la libre competencia o concurrencia. 
 
Asimismo, podrá negarlas o revocarlas de forma directa en aquellos casos que signifiquen un riesgo 
en la implementación de acciones afirmativas que se describen en esta Ley. 
 
Los pueblos y comunidades indígenas, personas campesinas o ejidatarias, ejidos y comunidades 
agrarias, comunidades en situación de marginación o que, por sus condiciones, características o por 
haber sido afectados por el sistema prohibitivo, deberán tener una atención prioritaria o que se 
encuentren en estado de vulnerabilidad, mismas que podrán ser titulares de más de una licencia de 
cualquiera de las primeras tres de las establecidas en el Artículo 27 de esta Ley. Lo anterior, como 
una acción afirmativa para resarcir los daños ocasionados por la prohibición. 
 
Artículo 29. El Instituto tendrá a su cargo un registro de las licencias otorgadas en cumplimiento a 
esta Ley y la normativa aplicable. 
 
El citado registro deberá ser tratado de conformidad con las leyes en materia de transparencia y 
protección de datos que resulten aplicables, prevaleciendo en todo momento la protección de los 
datos sensibles. 
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Artículo 30. Es obligación del Instituto resolver la solicitud de licencia en el plazo previsto en el 
Reglamento de esta Ley.  
 
Artículo 31. Para poder solicitar una licencia de comercialización o de transformación, las personas 
interesadas deberán cumplir con los siguientes requisitos: 
 
l. Tener el carácter de comerciantes y estar inscritos en el Registro Federal de Contribuyentes, así 
como obtener la opinión positiva del cumplimiento de obligaciones fiscales que al respecto emita el 
Servicio de Administración Tributaria.  
 
Tratándose de personas morales, iguales requisitos serán exigibles para éstas y sus integrantes; 
 
II. Tratándose de personas físicas, además, ser mayores de edad; 
 
III. Tratándose de personas morales mercantiles, deberán estar constituidas de acuerdo con las 
formalidades legalmente exigidas por la Ley General de Sociedades Mercantiles y cualquier otra que 
le aplique. No se permitirán los actos a que esta Ley y los reglamentos correspondientes se refieren, 
a las sociedades irregulares a las que hace referencia el artículo 2 de la Ley General de Sociedades 
Mercantiles; 
 
IV. Tratándose de personas morales mercantiles, deberán tener su domicilio social dentro del 
territorio de los Estados Unidos Mexicanos y sólo deberán tener como objeto social aquellos 
directamente relacionados con los actos autorizados en esta Ley; y, 
 
V. Los demás que esta Ley, así como los reglamentos y las disposiciones legales aplicables exijan. 
 
Artículo 32. Para poder solicitar una licencia para fines de investigación, las personas interesadas 
deberán cumplir con los siguientes requisitos, así como aquellos que determine la normatividad 
aplicable: 
 
l. Deberán contar con un protocolo de investigación autorizado por el Instituto; 
 
II. Tratándose de persona moral, estar legalmente constituida con las formalidades y requisitos que 
exija la ley que la rija; 
 
III. Tratándose de centros, universidades, institutos o claustros de investigación, deberán contar con 
los registros vigentes que acrediten tal calidad; y, 
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IV. En todos los casos, las personas interesadas deberán acreditar, a juicio del Instituto, la capacidad 
para efectuar las investigaciones que correspondan. 
 
Se exceptúa de la presente disposición, las licencias de investigación para fines médico, 
farmacéutico o paliativo, las que se sujetarán a lo dispuesto por la Ley General de Salud y la demás 
normatividad aplicable. 
 
Las investigaciones sobre temas relacionados con aspectos sociales, de derechos humanos, 
jurídicos, así como de cualquier otro sobre los usos o regulación del cannabis que no requieran un 
examen sobre semillas o plantas de cannabis, no requerirá licencia alguna.  
 
Sin perjuicio de las sanciones establecidas en otros ordenamientos legales, a quien realice actos no 
permitidos en su licencia de investigación, se le sancionará con una multa de 100 hasta 3,000 veces 
el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, la cual se duplicará en caso de reincidencia, 
previo apercibimiento de tal sanción. 
 
Para el caso de una nueva reincidencia, se sancionará con la revocación de la licencia, previo 
apercibimiento de tal sanción. 
 
Artículo 33. Las licencias que expida el Instituto para el uso del cannabis para los fines a que se 
refiere esta Ley, deberán contener la autorización de la persona titular de la licencia para permitir 
las visitas de inspección o verificación que correspondan. 
 
Las personas titulares, responsables, encargadas u ocupantes de establecimientos o conductoras de 
los transportes objeto de verificación, estarán obligadas a permitir el acceso y a dar facilidades e 
informes a las y los verificadores para el desarrollo de su labor. 
 
Artículo 34. Para el caso de que la persona titular de la licencia correspondiente cambiare de 
domicilio, la misma quedará sin efectos, por lo cual se requerirá dar aviso a la autoridad y tramitar 
una nueva licencia. 
 
El reglamento de esta Ley determinará la vigencia por la cual se otorgarán las licencias a que este 
capítulo se refiere, y en su caso, su renovación. 
 

CAPÍTULO II 
Permisos para las Asociaciones 
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Artículo 35. Para que las personas que integran las Asociaciones estén en posibilidad de ejercer los 
actos inherentes al autoconsumo del cannabis y sus derivados para uso adulto en el domicilio social, 
deberán obtener un permiso ante el Instituto, previo cumplimiento de los requisitos previstos en 
esta Ley y en los reglamentos correspondientes. 
 
La información que deba ser recabada por el Instituto para el otorgamiento de los permisos 
correspondientes será determinada en el reglamento, la cual deberá ser brindada bajo protesta de 
decir verdad, y tratada de conformidad con las leyes en materia de transparencia y protección de 
datos que resulten aplicables, prevaleciendo en todo momento la protección de aquellos que sean 
sensibles, privilegiando el derecho a la intimidad de las personas. 
 
En todo caso, el consumo que efectúen las personas integrantes de las asociaciones de consumo en 
el domicilio social, no deberá realizarse frente a niñas, niños y adolescentes, así como de personas 
que no hayan otorgado su consentimiento libre e informado, a fin de salvaguardar sus derechos y 
evitar el impacto negativo del humo de segunda mano. 
 
El domicilio social de las Asociaciones donde se autoricen los actos propios para uso adulto, deberá 
cumplir con las condiciones y requisitos que establezcan esta Ley, la Ley General de Salud y los 
reglamentos respectivos. 
 
El domicilio social al que se refiere este artículo, deberá al menos contener barreras físicas que 
impidan que personas diversas a aquellas titulares del permiso correspondiente tengan contacto 
con el cannabis, sus derivados o productos, asimismo, que impidan que el humo de segunda mano 
pueda ser inhalado por personas diversas a aquella titular del permiso. 
 
Independientemente de las sanciones establecidas en otros ordenamientos legales, a quien realice 
actos no permitidos en su permiso, se le sancionará con una multa de 60 hasta 150 veces el valor 
diario de la Unidad de Medida y Actualización, la cual se duplicará en caso de reincidencia, previo 
apercibimiento de tal sanción. 
 
Para el caso de una nueva reincidencia, se sancionará con la revocación del permiso, previo 
apercibimiento de tal sanción.  
 
El reglamento de esta Ley determinará la vigencia por la cual se otorgarán los permisos a que este 
capítulo se refiere, y en su caso, su renovación. 
 
Artículo 36. En los casos en los que el Instituto resolviere negar la solicitud de permisos en el plazo 
previsto en el reglamento de esta Ley, deberá fundar y motivar su negativa. 
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Artículo 37. Las Asociaciones sólo podrán solicitar el permiso correspondiente, cumpliendo con los 
siguientes requisitos: 
 
l. Deberán estar legalmente constituidas ante la persona titular o en su caso, fedataria pública 
encargada de Notaría Pública y reunir los requisitos que establezca la legislación civil que le sea 
aplicable; 
 
II. Estar constituidas con un mínimo de 2 y un máximo de 100 personas asociadas, mayores de edad; 
 
III. Las personas asociadas deberán pertenecer a una sola Asociación de Producción y Consumo del 
Cannabis y sus Derivados, por lo que, al momento de constituirla, deberán declararlo así bajo 
protesta de decir verdad. 
 
IV. Deberán contar con un Código de Ética aprobado por las personas que la integren y una copia 
autorizada de éste, deberá formar parte del apéndice del acta constitutiva; 
 
V. Deberán contar con un plan o protocolo de reducción de riesgos dirigido a sus integrantes, con 
mecanismos de información y asesoría especializada, así como de detección temprana, seguimiento 
y atención de consumo problemático de cannabis; y, 
 
VI. Los demás que exija esta Ley, los reglamentos y demás disposiciones aplicables.  
Si después de la constitución de la Asociación se acreditara la infracción a la fracción III del presente 
artículo, se negará o en su caso, se revocará el permiso otorgado, sin perjuicio de otras 
responsabilidades en las que se pudiera incurrir. 
 

TÍTULO CUARTO 
Del Instituto para la Regulación y Control del Cannabis 

CAPÍTULO 1 
Objeto, atribuciones y facultades 

 
Artículo 38. La Secretaría de Salud, a través del Instituto, ejercerá la rectoría sobre la cadena 
productiva del cannabis y sus derivados, y su consumo. El reglamento establecerá los requisitos que 
los particulares deberán cubrir para participar en alguna de las actividades de la cadena productiva. 
 
Artículo 39. Se crea el Instituto para la Regulación y Control del Cannabis, como un órgano 
desconcentrado de la Secretaría de Salud, responsable de la aplicación de esta Ley. 
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Artículo 40. El Instituto tiene como objeto: 
 
l. Coordinar a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal que de acuerdo 
con esta Ley y demás ordenamientos aplicables tengan competencia en las diversas áreas de 
impacto en la regulación del uso del cannabis para los usos y en los términos previstos en esta Ley; 
 
II. Coadyuvar responsablemente con las demás autoridades competentes, en el control de los actos 
que a continuación se enlistan en orden alfabético, relativos al cannabis y sus derivados, así como 
del cáñamo, cuando corresponda, para los fines legalmente permitidos, conforme con lo dispuesto 
en la presente Ley y otras disposiciones aplicables; 
 
a) Almacenar; 
b) Aprovechar; 
e) Comercializar; 
d) Consumir; 
e) Cosechar; 
f) Cultivar; 
g) Distribuir; 
h) Empaquetar; 
i) Etiquetar; 
j) Exportar; 
k) Importar; 
l) Investigar; 
m) Plantar; 
n) Portar, tener o poseer; 
o) Preparar; 
p) Producir; 
q) Sembrar; 
r) Transformar; 
s) Transportar; 
t) Suministrar; y, 
u) Vender. 
 
III. Coadyuvar en la determinación de las políticas públicas y ejes centrales del control sanitario del 
cannabis y sus derivados, para los usos legales permitidos, a través de los lineamientos y 
mecanismos aplicables para tal efecto, conforme a lo dispuesto en la presente Ley y los 
ordenamientos aplicables; 
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IV. Concentrar y transparentar la información relativa a los actos permitidos respecto a los usos del 
cannabis y sus derivados; 
 
V. Coadyuvar en la implementación y ejecución de políticas públicas y acciones tendientes a reducir 
los riesgos y los daños asociados al consumo problemático del cannabis; 
 
VI. Atender la política nacional en materia de usos del cannabis y sus derivados, para los fines legales 
permitidos, según los objetivos y ejes torales establecidos en esta Ley; y, 
 
VII. Determinar los procesos de testeado y trazabilidad de las semillas y plantas del cannabis y en su 
caso, de sus productos y derivados. 
 
Artículo 41. Para el cumplimiento de su objeto, el Instituto tendrá las siguientes atribuciones en los 
términos previstos por esta Ley, la Ley General de Salud, los reglamentos y demás disposiciones 
aplicables: 
 
l. Otorgar, modificar, renovar, suspender o revocar licencias; 
 
II . Establecer la regulación que precisará los procedimientos y características 
del otorgamiento de las licencias y permisos previstos por esta Ley; 
 
III. Implementar medidas afirmativas en el otorgamiento de licencias, a fin de procurar la 
incorporación al mercado lícito de pueblos y comunidades indígenas, personas campesinas o 
ejidatarias, ejidos y comunidades agrarias, comunidades en situación de marginación o que, por sus 
condiciones o características resultaron afectados por el sistema prohibicionista o bien, se 
encuentran en situación de vulnerabilidad o desventaja; 
 
IV. Implementar las acciones a través de las cuales se efectuará el control sanitario del cannabis y 
sus derivados para los fines legales permitidos; 
 
V. Determinar el contenido de los niveles de THC y CBD, así como las relaciones de THC y CBD 
permitidos para cada uno de los usos y fines establecidos en esta Ley; 
 
VI. Coadyuvar en la realización de las pruebas en semillas y plantas del cannabis y sus derivados, así 
como de los productos elaborados con base en estos, para garantizar la calidad de estos y en su 
caso, que sus niveles de THC y CBD se encuentren en el rango permitido; 
 
VII. Coadyuvar en la realización de las pruebas en semillas y plantas del cannabis y sus derivados 
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para asegurar que se encuentren libres de agentes contaminantes químicos o biológicos, así como 
libres de sustancias que no pertenezcan de manera natural a la planta o producto correspondiente 
o bien, que, perteneciendo de manera natural a aquella, se encuentren en las porciones e índices 
permitidos por el Instituto, en los términos que establezca el reglamento y demás normativa 
aplicable; 
 
VIII. Determinar y aprobar los métodos de detección de los niveles de THC y CBD en el organismo 
de las personas, así como en los productos elaborados a base del cannabis y sus derivados, asimismo 
coadyuvará en la capacitación de las personas que apliquen los procedimientos y métodos 
mencionados; 
 
IX. Coadyuvar en la evaluación de las políticas y acciones tendientes a reducir los riesgos y los daños 
asociados al consumo problemático del cannabis, de acuerdo con las políticas definidas en el Plan 
Nacional de Desarrollo por el Ejecutivo Federal, en coordinación con las dependencias y entidades 
de la Administración Pública Federal; 
 
X. Monitorear, vigilar, evaluar y fiscalizar el cumplimiento de la presente Ley, sin perjuicio de lo que 
dispongan otros ordenamientos; 
 
XI. Coadyuvar con las autoridades competentes en la determinación de nuevos mecanismos, 
programas, políticas y actividades para la promoción, información, educación y prevención de las 
consecuencias y efectos perjudiciales vinculados al consumo del cannabis y en el fortalecimiento de 
los ya establecidos; 
 
XII. Coadyuvar en las acciones que determine la autoridad competente tendientes a aplicar las 
medidas de seguridad de semillas, plantas y plantaciones del cannabis, sus derivados o productos 
elaborados con base en este, que se consideren no autorizados o que sean producto de actividades 
ilícitas; 
 
XIII. Coadyuvar en los mecanismos de reforzamiento de políticas públicas para optimizar los 
servicios de atención especializada de personas con consumo problemático o con adicción al 
cannabis; 
 
XIV. La determinación del número de licencias que deberán expedirse en cada entidad federativa 
para cada uno de los usos del cannabis y según los actos y fines que correspondan; 
 
XV. Aplicar las sanciones administrativas que correspondan por infracciones a las normas 
regulatorias establecidas en esta Ley y su reglamento, sin perjuicio de aquellas establecidas en otros 
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ordenamientos; 
 
XVI. Dar aviso a las autoridades competentes en los casos que así corresponda, para la aplicación 
de medidas de seguridad o sanciones y, de ser necesario, el aseguramiento de productos que son 
nocivos para la salud o carecen de los requisitos establecidos en esta Ley o la normativa aplicable; 
 
XVII. En coordinación con las autoridades competentes, determinar los lineamientos para la 
elaboración y ejecución de los mecanismos de testeado y trazabilidad de las semillas, plantas y 
productos del cannabis y sus derivados, así como su inspección y verificación; 
 
XVIII. Emitir propuestas y opiniones respecto del tratamiento impositivo aplicable a las actividades 
reguladas en la presente Ley; 
 
XIX. Solicitar el auxilio de dependencias, organismos, instituciones y cualquier otra entidad, en el 
cumplimiento del objeto de esta Ley, así como de los actos y atribuciones que le son propios; 
 
XX. Impulsar la celebración de convenios de cooperación, colaboración, concertación o cualquier 
otro acto con dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así como con 
entidades federativas, municipios, alcaldías de la Ciudad de México, asociaciones civiles, 
organizaciones no gubernamentales, organismos internacionales, ciudadanas y ciudadanos y, en 
general, con cualquier otra instancia, tendiente a sumar los esfuerzos en los sectores de salud, 
educación, procuración y administración de justicia, agricultura, seguridad y cualquier otro 
relacionado con los actos y usos del cannabis y sus derivados para los fines autorizados por esta Ley; 
 
XXI. La determinación y ejecución de mecanismos de monitoreo, evaluación, respuesta y 
seguimiento a los riesgos de la implementación de la regulación del cannabis y sus derivados; 
 
XXII. Elaborar opiniones en las diversas áreas de impacto de la regulación del cannabis y sus 
derivados; 
 
XXIII. Elaborar recomendaciones a los entes públicos de los tres órdenes de gobierno relativas a las 
políticas, programas y protocolos necesarios para reducir los riesgos de la implementación de la 
regulación del cannabis y sus derivados; 
 
XXIV. Emitir los lineamientos y políticas de desarrollo sostenible respecto a las buenas prácticas de 
cultivo, aprovechamiento, producción y manejo del cannabis y sus derivados, así como de los 
productos elaborados con base en estos, en los términos de las disposiciones legales que le sean 
aplicables, sin perjuicio de aquellos requisitos que determinen las leyes; 
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XXV. Realizar el registro de los productos que hayan sido autorizados para ser comercializados y 
ponerse a disposición de las personas consumidoras, elaborados con cannabis y sus derivados o bien 
, a base de estos, para cada uno de los fines que correspondan; 
 
XXVI. Fomentar y difundir estudios e investigaciones sobre el uso del cannabis y sus derivados para 
los fines legales autorizados, con excepción de la investigación del cannabis para uso médico, 
farmacéutico o paliativo, la que se regirá conforme a lo dispuesto por la Ley General de Salud y la 
demás normatividad aplicable; 
 
XXVII. Diseñar indicadores para la evaluación de las políticas públicas, programas, acciones y 
medidas relativas a la implementación de la regulación del cannabis y sus derivados; 
 
XXVIII. Concentrar, sistematizar y transparentar la información estadística relativa a la 
implementación de la regulación del cannabis y sus derivados, en cada una de las áreas en las que 
tenga impacto, así como de los riesgos y los daños asociados al consumo problemático del cannabis; 
 
XXIX. Expedir su estatuto orgánico, así como las disposiciones administrativas de carácter general, 
lineamientos y demás disposiciones necesarias para el cumplimiento de esta Ley y en su caso, 
proponer sus modificaciones, reformas o adiciones; 
 
XXX. Emitir opiniones sobre las consultas que le realicen, en asuntos relacionados a la esfera de su 
competencia, las dependencias y entidades de la Administración Pública de los tres órdenes de 
gobierno, así como las organizaciones civiles con las que se hayan celebrado convenios de 
colaboración en asuntos relacionados en la esfera de su competencia; 
 
XXXI. Coadyuvar con las diversas dependencias de los tres órdenes de gobierno para el óptimo 
desarrollo de los actos y las actividades inherentes al cumplimiento del objeto de esta Ley; 
 
XXXII. Proponer y ejecutar acciones que fomenten y refuercen la cooperación internacional 
respecto a las medidas para proteger la salud, fomentar la paz y la seguridad respecto al uso del 
cannabis y sus derivados para los fines a que se refiere esta Ley, los reglamentos y demás 
normatividad aplicable, y 
 
XXXIII. Las demás que le otorgue esta Ley, su reglamento y cualquiera otra normatividad que le sea 
aplicable, a fin de dar cumplimiento al objeto de esta ley y al del Instituto. 
 
Artículo 42. El Instituto contará con los siguientes órganos: 
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l. La Dirección General, y 
II. El Consejo Directivo.  
 
El Estatuto Orgánico determinará las estructuras administrativas del Instituto, así como los periodos 
de gestión y causas de remoción. 
 
Artículo 43. La persona titular de la Dirección General será nombrada y removida libremente por el 
titular de la Secretaría de Salud y será responsable de la conducción del Instituto y del cumplimiento 
de la presente Ley. 
 
Artículo 44. Son atribuciones de la persona titular de la Dirección General del Instituto: 
 
l. Dirigir al Instituto; 
II. Representar legalmente al Instituto; 
III. Otorgar poderes para administración y pleitos y cobranzas, 
IV. Elaborar y remitir al Consejo Directivo para su aprobación, el proyecto de estatuto orgánico; y, 
V. Las demás que le confieran esta Ley, su reglamento, así como cualquier otra disposición aplicable. 
 
Artículo 45. Para ser persona titular de la Dirección General del Instituto, se deberán cumplir los 
siguientes requisitos: 
 
l. Ostentar la nacionalidad mexicana y estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos; 
 
II. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos al día de la designación; 
 
III. Contar con título profesional con antigüedad mínima de diez años, expedido por autoridad o 
institución legalmente facultada para ello, en alguna de las áreas relacionadas con los derechos 
humanos, salud, desarrollo sostenible, seguridad y justicia; 
 
IV. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito doloso que amerite pena de 
prisión por más de un año; 
 
V. Contar con al menos cinco años de experiencia profesional en alguna de las áreas relacionadas 
con los derechos humanos, salud, desarrollo sostenible, seguridad y justicia; 
 
VI. No desempeñar otro cargo, empleo o comisión en el servicio público, ni en cualquier otra entidad 
pública o privada cuyas actividades se relacionen con el objeto del Instituto, durante el tiempo que 
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esté al frente del mismo; 
 
VII. No haber prestado servicios profesionales a personas físicas o morales con actividad comercial 
en alguno de los actos derivados del uso del cannabis para los fines legales permitidos, al menos en 
los dos años anteriores a la designación; y, 
 
VIII. No haber desempeñado cargos de dirigente nacional o estatal en algún partido político, dentro 
de los dos años previos a su designación. 
 
Artículo 46. El Consejo Directivo es la máxima autoridad del Instituto, responsable de establecer los 
lineamientos y directrices generales del mismo y de aprobar sus planes anuales de trabajo. Se 
integrará por el titular de cada una de las siguientes secretarías: 
 
I. Secretaría de Salud, quien lo presidirá; 
II. Secretaría de Gobernación; 
III. Secretaría de Hacienda;  
IV. Secretaría de Relaciones Exteriores; 
V. Secretaría de Educación Pública; 
VI. Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural; 
VII. Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales;  
VIII. Secretaría de Bienestar; y 
IX. Secretaría de Economía. 
 
Cada titular designará un suplente, que deberá ser al menos de nivel dirección general. 
 
El Consejo Directivo deberá auxiliarse de personas expertas en salud pública, así como de hasta tres 
organizaciones sociales vinculadas al consumo responsable del cannabis, así como del combate a 
las adicciones, para la elaboración de sus políticas y programas. 
 
El Instituto contará con un Órgano Interno de Control en términos del artículo 37, fracción XII de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
 

TÍTULO QUINTO 
Infracciones y Sanciones 

 
Artículo 47. El incumplimiento a los preceptos de esta Ley, sus reglamentos y demás disposiciones 
que emanen de ella, serán sancionados administrativamente por las autoridades competentes, de 
conformidad con lo establecido en esta Ley, la Ley General de Salud, Ley Federal de Sanidad Vegetal, 
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Ley de Desarrollo Rural Sustentable, Ley de Infraestructura de la Calidad, Ley Federal de 
Competencia Económica y otros ordenamientos aplicables. 
 
Artículo 48. Las sanciones administrativas podrán ser: 
 
I. Multa de 60 hasta 3000 veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización; 
II. Clausura, que podrá ser temporal o definitiva; 
III. Decomiso de productos; 
IV. Suspensión temporal de la licencia o permiso, que podrá ser parcial o total; 
V. Revocación de la licencia o permiso; 
VI. Trabajo en favor de la comunidad; 
VII. Arresto hasta por treinta y seis horas; y, 
VIII. Las establecidas en otros ordenamientos de acuerdo con la esfera de competencia de la 
autoridad sancionadora. 
 
Artículo 49. Al imponer una sanción, la autoridad competente fundará y motivará la resolución, 
tomando en cuenta: 
 
l. Los daños que se hayan producido o puedan producirse; 
II. La gravedad de la infracción; 
III. Las condiciones socioeconómicas de quien cometa la infracción; 
IV. La calidad de reincidente de quien cometa la infracción; y, 
V. El beneficio obtenido como resultado de la infracción. 
 
Artículo 50. Toda elaboración, producción, almacenamiento, transformación, distribución y en 
general, cualquier acto de los descritos en la fracción II del Artículo 1 de esta Ley, respecto del 
cannabis, sus derivados y algún producto hecho con base en estos que no cumpla con la regulación 
respectiva, se considerarán actos no autorizados y por ende, serán sancionados en los términos de 
esta Ley, el reglamento y demás normativa aplicable. 
 
Artículo 51. Las autoridades que, por sus diversos ámbitos de competencia en las diferentes 
materias relacionadas con la aplicación de esta Ley, su reglamento y demás normatividad aplicable, 
están facultadas para realizar las diligencias de inspección o verificación en los términos de las 
disposiciones que las rijan. 
 
Artículo 52. La oposición a la realización de los actos relativos a los sistemas o mecanismos de 
trazabilidad autorizados, a la realización de visitas de inspección o verificación por parte de las 
personas titulares de las licencias o tratándose de quienes ejerzan el comercio, de sus dependientes, 
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encargados o responsables, se sujetarán a las siguientes consecuencias y sanciones: 
 
l. Cuando se trate de la primera oposición a una visita de inspección, se aplicará un apercibimiento 
de suspensión de la licencia correspondiente y de la aplicación de una multa de 240 hasta 1000 
veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización; 
 
II. Cuando se trate de la segunda, se hará efectivo el apercibimiento y, en consecuencia, se decretará 
la suspensión de la licencia correspondiente y de la aplicación de una multa que va de 1000 hasta 
3000 mil veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización. De igual forma, se aplicará un 
apercibimiento de revocación definitiva de la licencia suspendida para el caso de nueva oposición, 
y 
 
III. Si persiste la negativa, se hará efectivo el apercibimiento decretado y, en consecuencia, se 
revocará definitivamente la licencia otorgada y, además, se hará del conocimiento del Ministerio 
Público para los efectos legales correspondientes. 
 
En la aplicación de las multas, la autoridad deberá atender el criterio de proporcionalidad, 
considerando la capacidad económica de quien comete la infracción y la gravedad de esta; lo 
anterior, sin menoscabo de las consecuencias legales establecidas en la demás normatividad 
aplicable. 
 
Artículo 53. Queda prohibido:  
 
l. El consumo de cannabis y sus derivados y productos elaborados a base de estos a cargo de niñas, 
niños y adolescentes. El consumo del cannabis para fines médico, farmacéutico o paliativo, se regirá 
por lo dispuesto en la Ley General de Salud y demás normatividad aplicable; 
 
II. Realizar toda forma de publicidad, promoción o patrocinio, directa o indirectamente en cualquier 
medio, del cannabis y sus derivados; 
 
III. El uso de agentes contaminantes, químicos, biológicos o de cualquier otra naturaleza que pudiere 
existir, tales como solventes residuales, pesticidas, fungicidas, agentes microbianos, bacteriológicos, 
moho o cualquier otro que represente o pudiera representar un riesgo para la salud de las personas, 
tanto en las semillas y plantas del cannabis y sus derivados, así como en productos elaborados a 
base de estos; 
 
IV. El uso de cualquier medio o sustancia, natural o sintética, que pueda alterar las propiedades 
químicas o físicas del cannabis o los productos elaborados a base de este y que representen un 
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riesgo para la salud de las personas. Su uso para fines médico, farmacéutico o paliativo, y de 
investigación en esas áreas, se regirá conforme a lo dispuesto en la Ley General de Salud y demás 
normatividad aplicable; 
 
V. La producción y comercialización de cannabinoides sintéticos, con excepción de aquel que sea 
necesario para fines médico, farmacéutico o paliativo, y de investigación; 
 
VI. Conducir cualquier vehículo, manejar u operar equipo o maquinaria que pueda causar peligro 
bajo los efectos del THC; 
 
VII. Incumplir con las disposiciones aplicables al empaquetado y, etiquetado previstos en esta Ley; 
 
VIII. La venta de productos de cannabis para personas adultas que no cumplan con la relación de 
THC - CBD determinada por el Instituto; y, 
 
IX. Vender al público cualquier producto que no sea cannabis, sus derivados o los insumos 
directamente relacionados para su consumo en los puntos de venta al público. 
 
Sin perjuicio de las sanciones establecidas en otros ordenamientos legales, el incumplimiento al 
contenido de las fracciones antes mencionadas se sancionará con una multa de 100 hasta 1000 
veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, la cual se duplicará en caso de 
reincidencia , previo apercibimiento de tal sanción. 
 
Para el caso de una nueva reincidencia, se sancionará con la revocación de la licencia, previo 
apercibimiento de tal sanción. 
 
La persona que infrinja el contenido de la fracción VI del presente artículo y, por ende, conduzca 
cualquier vehículo, maneje u opere equipo o maquinaria que pueda causar peligro, bajo los efectos 
del THC, será sancionado, además de la multa prevista en este artículo, con arresto inconmutable 
de 12 a 36 horas, por las autoridades competentes, sin perjuicio de las sanciones que se establezcan 
en otras normas aplicables. 
 
Artículo 54. Queda prohibido consumir cannabis y sus derivados en todo establecimiento comercial 
con acceso público y en todo lugar donde esté prohibido el uso de tabaco conforme a la Ley General 
para el Control del Tabaco. Asimismo, queda prohibido consumir cannabis y sus derivados en puntos 
de concurrencia masiva donde pueden acceder personas menores de dieciocho años en donde 
estén o pudieran estar expuestas a los efectos nocivos del humo de segunda mano. 
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El consumo del cannabis para uso adulto se realizará sin afectación de terceras personas. 
 
El incumplimiento al contenido del presente artículo se sancionará con una multa de 60 a 300 veces 
el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, la cual se duplicará en caso de reincidencia, 
previo apercibimiento de tal sanción. 
 
Artículo 55. Para los efectos de este capítulo se entiende por reincidencia, que la persona infractora 
incumpla la misma disposición de esta Ley, la Ley General de Salud o sus respectivos reglamentos, 
dos o más veces el valor diario de dentro del periodo de un año, contado a partir de la fecha en que 
se le hubiera notificado la sanción inmediata anterior. 
 
Artículo 56. Cuando con motivo de la aplicación de esta Ley, se desprenda la posible comisión de 
uno o varios delitos, la autoridad del conocimiento dará vista al agente del Ministerio Público para 
los efectos legales correspondientes. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforman la fracción XXI del artículo 3, las fracciones XIV y XV del artículo 
7, el tercer párrafo del artículo 192, el primer párrafo del artículo 234, la fracción VI y el último 
párrafo del artículo 235, la fracción VI y el último párrafo del artículo 247, el primer y penúltimo 
párrafos del artículo 474, el primer párrafo del artículo 475, el artículo 476, el primer párrafo del 
artículo 477 y el artículo 479; y, se adicionan una fracción XVI al artículo 7, el artículo 17 ter, un 
último párrafo al artículo 191, un último párrafo al artículo 192 Quintus, una fracción VII al artículo 
235, un segundo párrafo al artículo 235 Bis y una fracción VII al artículo 247, todos de la Ley General 
de Salud para quedar como sigue: 
 
Artículo 3o.- ... 
 
l. a XX.  
 
XXI. La prevención del consumo de estupefacientes y psicotrópicos y el programa contra la 
farmacodependencia. Tratándose de cannabis, el Estado atenderá los principios y ejes rectores 
previstos en la Ley Federal para la Regulación del Cannabis; 
 
XXII. a XXVIII. 
 
Artículo 7o.- ... 
 
I. a XIII Bis. ... . 
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XIV. Impulsar la permanente actualización de las disposiciones legales en materia de salud; 
 
XV. Las demás atribuciones, afines a las anteriores, que se requieran para el cumplimiento de los 
objetivos del Sistema Nacional de Salud , y las que determinen las disposiciones generales 
aplicables; y, 
 
XVI. Las demás atribuciones que le sean aplicables contenidas en la Ley Federal para la Regulación 
del Cannabis. 
 
Artículo 17 Ter.- La Secretaría de Salud por conducto del Instituto para la Regulación y Control del 
Cannabis, ejercerá las atribuciones inherentes a la formulación y conducción de la política 
nacional en materia de usos del cannabis y sus derivados para los fines legales permitidos en dicha 
Ley y la demás normativa aplicable. 
 
El Instituto para la Regulación y Control del Cannabis se constituirá como un órgano 
desconcentrado de la Secretaría de Salud. Su organización y atribuciones se regirán conforme a lo 
previsto en la Ley Federal para la Regulación del Cannabis. 
 
Artículo 191.-  
 
... 
 
l. a III. … 
 
… 
 
Tratándose del cannabis, la Secretaría de Salud por conducto del Instituto para la Regulación y 
Control del Cannabis, coadyuvará con las autoridades competentes en la determinación de 
nuevos mecanismos, programas, políticas y actividades para la promoción, información, 
educación y prevención de las consecuencias y efectos vinculados al consumo problemático del 
cannabis, y en el fortalecimiento de los ya establecidos, en los términos previstos en la Ley Federal 
para la Regulación del Cannabis. 
 
Artículo 192.- … 
 
… 
 
Las campañas de información y sensibilización que reciba la población deberán estar basadas en 
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estudios científicos y alertar de manera adecuada sobre los efectos y daños físicos y psicológicos del 
consumo de estupefacientes y psicotrópicos. Tratándose del cannabis, las dependencias, entidades 
y autoridades correspondientes a los tres órdenes de gobierno deberán de estar a lo previsto en 
la Ley Federal para la Regulación del Cannabis. 
 
… 
 
l. y II. … 
 
Artículo 192 Quintus.- … 
 
I. a VII. … 
… 
 
Para los efectos del presente artículo, tratándose del cannabis, la Secretaría de Salud por conducto 
del Instituto para la Regulación y Control del Cannabis considerará lo dispuesto por la Ley Federal 
para la Regulación del Cannabis. 
 
Artículo 234.- ... 
 
. . . CANNABIS sativa, indica y americana o mariguana, su resina, preparados y semillas, que 
contenga Tetrahidrocannabinol (THC) en cantidad igual o superior a 1%. ... 
 
… 
 
Artículo 235.- … 
 
l. a V. .... 
 
VI. Las disposiciones relacionadas que emitan otras dependencias del Ejecutivo Federal en el ámbito 
de sus respectivas competencias, y 
 
VII. La Ley Federal para la Regulación del Cannabis. 
 
Los actos a que se refiere este artículo podrán realizarse con fines médicos y científicos y requerirán 
autorización de la Secretaría de Salud. Por lo que se refiere al uso adulto del cannabis, se estará a 
lo dispuesto por la Ley Federal para la Regulación del Cannabis, que garantiza el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad. 
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Artículo 235 Bis.- ... 
 
La Secretaría de Salud por conducto del Instituto para la Regulación y Control del Cannabis, 
realizará los actos necesarios en el ámbito de su competencia para dar cumplimiento al objeto de 
la Ley Federal para la Regulación del Cannabis y normará en lo conducente, el control sanitario y 
el uso del cannabis. 
 
Artículo 247.- ... 
 
l. a V. .... 
 
VI. Las disposiciones relacionadas que emitan otras dependencias del Ejecutivo Federal en el ámbito 
de sus respectivas competencias; y, 
 
VII. La Ley Federal para la Regulación del Cannabis. 
 
Los actos a que se refiere este artículo podrán realizarse con fines médicos y científicos y requerirán 
autorización de la Secretaría de Salud. Por lo que se refiere al uso adulto del cannabis se estará a 
lo dispuesto por la Ley Federal para la Regulación del Cannabis, que garantiza el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad. 
 
Artículo 474.- Las autoridades de seguridad pública, procuración e impartición de justicia, así como 
de ejecución de sanciones de las entidades federativas, conocerán y resolverán de los delitos o 
ejecutarán las sanciones y medidas de seguridad a que se refiere este capítulo, cuando los narcóticos 
objeto de los mismos estén previstos en la tabla, siempre y cuando la cantidad de que se trate sea 
inferior a la que resulte de multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla, con excepción 
de las citadas conductas relacionadas con el cannabis, que únicamente serán sancionados con 
multa en términos de la Ley Federal para la Regulación del Cannabis, en los supuestos previstos 
por dicha Ley.  
 
… 
 
l. a IV. ... 
 
… 
 
… 
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… 
 
Cuando el Ministerio Público de la Federación conozca de los delitos previstos en este capítulo podrá 
remitir al Ministerio Público de las entidades federativas la investigación para los efectos del primer 
párrafo de este artículo, siempre que los narcóticos objeto de los mismos estén previstos en la tabla, 
la cantidad de que se trate sea inferior a la que resulte de multiplicar por mil el monto de las 
previstas en dicha tabla, y no se trate de casos de delincuencia organizada, salvo en el caso del 
cannabis, que únicamente se estará a lo establecido en el primer párrafo de este artículo. 
 
… 
 
Artículo 475.- Se impondrá prisión de cuatro a ocho años y de doscientos a cuatrocientos días multa, 
a quien sin autorización comercie o suministre, aún gratuitamente, narcóticos previstos en la tabla, 
en cantidad inferior a la que resulte de multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla, 
con excepción de las citadas conductas relacionadas con el cannabis, las cuales solo serán 
sancionadas conforme a lo dispuesto en la Ley Federal para la Regulación del Cannabis. 
 
… 
 
… 
 
Artículo 476.- Se impondrá de tres a seis años de prisión y de ochenta a trescientos días multa, al 
que posea algún narcótico de los señalados en la tabla, en cantidad inferior a la que resulte de 
multiplicar por mil las cantidades previstas en dicha tabla, sin la autorización correspondiente a que 
se refiere esta Ley y la normativa aplicable, siempre y cuando esa posesión sea con la finalidad de 
comerciarlos o suministrarlos, aún gratuitamente, con excepción de las citadas conductas 
relacionadas con el cannabis, las cuales solo serán sancionadas conforme a lo dispuesto en la Ley 
Federal para la Regulación del Cannabis,.  
 
Artículo 477.- Se aplicará pena de diez meses a tres años de prisión y hasta ochenta días multa al 
que posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla en cantidad inferior a la que resulte de 
multiplicar por dos mil las previstas en dicha tabla, sin la autorización a que se refiere esta Ley y la 
normatividad aplicable, cuando por las circunstancias del hecho tal posesión no pueda considerarse 
destinada a comercializarlos o suministrarlos, aun gratuitamente, con excepción del cannabis cuya 
regulación se encuentra prevista en la Ley Federal para la Regulación del Cannabis. 
 
…  
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Artículo 479.- Para los efectos de este capítulo se entiende que el narcótico está destinado para su 
estricto e inmediato consumo personal, cuando la cantidad del mismo, en cualquiera de sus formas, 
derivados o preparaciones no exceda de las previstas en el listado siguiente: 

  

Tabla de Orientación de Dosis Máximas de Consumo Personal e Inmediato 

Narcótico Dosis máxima de consumo personal e inmediato 

Opio 2 gr. 

Diacetilmorfina o Heroína 50 mg. 

Cannabis Sativa, Indica o Mariguana 5 gr. 

Cocaína 500 mg. 

Lisergida (LSD) 0.015 mg. 

MDA, 
Metilendioxianfetamina 

Polvo, granulado o 
cristal 

Tabletas o cápsulas 

40 mg. Una unidad con peso no mayor 
a 200 mg. 

MDMA, dl-34-metilendioxi-n-
dimetilfeniletilamina 

40 mg. Una unidad con peso no mayor 
a 200 mg. 

Metanfetamina 40 mg. Una unidad con peso no mayor 
a 200 mg. 

 
ARTÍCULO TERCERO.- Se reforman el primer párrafo y la fracción II del artículo 195 bis, el primer 
párrafo del artículo 196 Ter, el primer párrafo del artículo 197, el primer y último párrafos del 
artículo 198; y, se adicionan un tercer párrafo al artículo 193 y los demás se recorren en su orden, 
un último párrafo al artículo 194 y los párrafos cuarto y quinto al artículo 195 del Código Penal 
Federal, para quedar como sigue: 
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Artículo 193.- ... 
 
… 
 
Las conductas relacionadas con el cannabis únicamente serán sancionables en términos de la Ley 
Federal para la Regulación del Cannabis. 
 
… 
 
… 
 
… 
 
Artículo 194.- ... 
 
I.- a IV.- 
 
… 
 
Tratándose de las conductas relacionadas con el cannabis únicamente serán sancionables en 
términos de la Ley Federal para la Regulación del Cannabis. 
 
Artículo 195.- .. 
 
… 
 
… 
 
Tratándose del cannabis sólo será sancionada en términos de la Ley Federal para la Regulación 
del Cannabis.  
 
En el caso del cannabis no se requerirá la autorización a que se refiere la Ley General de Salud, y 
únicamente se estará a lo previsto por la Federal para la Regulación del Cannabis. 
 
Artículo 195 bis.- Cuando por las circunstancias del hecho la posesión de alguno de los narcóticos 
señalados en el artículo 193, sin la autorización a que se refiere la Ley General de Salud, no pueda 
considerarse destinada a realizar alguna de las conductas a que se refiere el artículo 194, se aplicará 
pena de cuatro a siete años seis meses de prisión y de cincuenta a ciento cincuenta días multa.  En 
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el caso del cannabis no se requerirá la autorización a que se refiere la Ley General de Salud, y por 
tanto no será perseguido penalmente, y únicamente se estará a lo previsto por la Federal para la 
Regulación del Cannabis. 
 
… 
 
I. … 
 
II. Peyote u hongos alucinógenos y cannabis, cuando por la cantidad y circunstancias del caso pueda 
presumirse que serán utilizados en las ceremonias, usos y costumbres de los pueblos y comunidades 
indígenas, así reconocidos por sus autoridades propias. 
 
… 
 
… 
 
Artículo 196 Ter.- Se impondrán de cinco a quince años de prisión y de cien a trescientos días multa, 
así como decomiso de los instrumentos, objetos y productos del delito, al que desvíe o contribuya 
a desviar precursores químicos, productos químicos esenciales o máquinas, al cultivo, extracción, 
producción, preparación o acondicionamiento de narcóticos en cualquier forma prohibida por la ley. 
En caso de tratarse de cannabis únicamente será sancionado en términos de la Ley Federal para 
la Regulación del Cannabis.  
 
… 
 
… 
 
Artículo 197.- Al que, sin mediar prescripción de médico legalmente autorizado, administre a otra 
persona, sea por inyección, inhalación, ingestión o por cualquier otro medio, algún narcótico a que 
se refiere el artículo 193, se le impondrá de tres a nueve años de prisión y de sesenta a ciento 
ochenta días multa, cualquiera que fuera la cantidad administrada. En el caso de las conductas 
relacionadas con el cannabis, únicamente será sancionado en términos de la Ley Federal para la 
Regulación del Cannabis.  
 
Las penas se aumentarán hasta una mitad más si la víctima fuere menor de edad o incapaz de 
comprender la relevancia de la conducta o para resistir al agente. 
 
… 



 
 
 
 
 
 
 

64 
 

 
… 
 
Artículo 198.- Al que, dedicándose como actividad principal a las labores propias del campo, 
siembre, cultive o coseche plantas de amapola, hongos alucinógenos, peyote o cualquier otro 
vegetal que produzca efectos similares, por cuenta propia, o con financiamiento de terceros, cuando 
en él concurran escasa instrucción y extrema necesidad económica, se le impondrá prisión de uno 
a seis años. En el caso de las conductas relacionadas con el cannabis se estará a lo previsto en la 
Ley Federal para la Regulación del Cannabis. 
 
… 
 
… 
 
… 
 
La siembra, cultivo o cosecha de plantas de marihuana no será punible, y únicamente se atendrá a 
lo dispuesto en la Ley General de Salud, a la Ley Federal para la Regulación del Cannabis y demás 
disposiciones aplicables. 
 
 

TRANSITORIOS 
 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 
 
SEGUNDO. El titular del Poder Ejecutivo Federal, en un plazo que no excederá de 180 días naturales, 
contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, deberá expedir las adecuaciones 
correspondientes a las disposiciones normativas y reglamentarias, incluyendo las Normas Oficiales 
Mexicanas. 
 
TERCERO. La Secretaría de Salud, en un plazo que no excederá de seis meses contados a partir de la 
entrada en vigor del presente Decreto, realizará las adecuaciones reglamentarias correspondientes 
para armonizarlas con el texto de la presente Ley. 
 
CUARTO. Dentro del año siguiente a la entrada en vigor de la Ley Federal para la Regulación del 
Cannabis, la Secretaría de Salud podrá realizar una convocatoria pública para la revisión del marco 
jurídico en el tema de la regulación del cannabis. Dicha convocatoria tendrá como objetivo la 
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identificación, discusión y formulación de las reformas legales, reglamentarias y en general, de 
cualquier norma que sea necesaria para su óptimo funcionamiento. Los resultados obtenidos serán 
públicos y se comunicarán al Congreso de la Unión para que, en su caso, realice las adecuaciones al 
marco jurídico que considere necesarias y pertinentes. 
 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo que antecede, dentro del plazo de noventa días contados 
a partir de que entre en vigor el presente Decreto, las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, así como las Entidades Federativas, las Alcaldías de la Ciudad de 
México y los Municipios de la República Mexicana, realizarán las adecuaciones necesarias a su marco 
normativo a efecto de cumplir con las disposiciones de la Ley Federal para la Regulación del 
Cannabis.  
 
QUINTO. Todos los procedimientos, recursos administrativos y demás asuntos relacionados con las 
materias a que refiere este Decreto, iniciados con anterioridad a su entrada en vigor, se tramitarán 
y resolverán conforme a las disposiciones vigentes en ese momento. 
 
SEXTO. El Instituto deberá quedar constituido a más tardar dentro de los seis meses posteriores a 
la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
SÉPTIMO. El Instituto expedirá el estatuto orgánico dentro de los siguientes noventa días naturales 
contados a partir de su constitución. 
 
OCTAVO. Como medida de justicia social que busca resarcir los daños generados por la prohibición, 
durante un periodo no menor a cinco años posteriores a la entrada en vigor del presente Decreto, 
al menos el cuarenta por ciento de las licencias de cultivo a que se refiere la Ley Federal para la 
Regulación del Cannabis contenida en el presente Decreto, deberán otorgarse preferentemente a 
pueblos y comunidades indígenas, personas campesinas o ejidatarias, ejidos y comunidades 
agrarias, comunidades en situación de marginación o que, por sus condiciones o características 
resultaron afectados por el sistema prohibitivo o bien, se encuentran en situación de vulnerabilidad 
o desventaja en los municipios en los que durante el periodo en el que estuvo prohibido el cannabis, 
los gobiernos federales, estatales y municipales hayan realizado tareas de erradicación de plantíos 
de éste. 
 
La Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, recabará la información y propondrá a la 
Secretaría de Salud la lista de municipios, alcaldías y comunidades a que se refiere el párrafo 
anterior. El Consejo Directivo del Instituto determinará la lista final en que será aplicable este 
artículo. Asimismo, a partir del quinto año podrá reducir los porcentajes a que se refiere el párrafo 
anterior en la medida en que considere que las comunidades afectadas por el régimen de 
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prohibición anterior han superado las afectaciones que éste representó. En ningún caso esos 
porcentajes podrán ser menores al veinte por ciento.  
 
Las acciones afirmativas previstas en la presente disposición transitoria promoverán el 
empoderamiento e independencia económica de las personas y grupos citados, especialmente 
cuando se trate de mujeres. 
 
NOVENO. Cumplido un año contado a partir de que entre en funciones el Instituto, procederá a la 
elaboración de un Plan Nacional de Seguimiento y Mejora de la Implementación de la Regulación 
del Cannabis, el cual deberá realizarse con sustento en la evidencia científica, en la información 
recopilada con los indicadores y mecanismos de medición y evaluación de la implementación, con 
el objeto de conformar o en su caso, modificar las medidas adoptadas en la regulación del cannabis. 
 
DÉCIMO. El Instituto coordinará, con las autoridades competentes, la transición del mercado 
irregular hacia su legalidad, coadyuvando a obtener la paz en el territorio nacional, para ello, 
establecerá los mecanismos a través de los cuales se proveerá al mercado nacional de los lotes de 
semillas y plantas del cannabis durante el plazo que fije. 
 
DÉCIMO PRIMERO. Para efectos de la transición del mercado, crecimiento y desarrollo del mercado 
local, así como medida de justicia social para pueblos y comunidades indígenas, personas 
campesinas o ejidatarias, ejidos y comunidades agrarias, comunidades en situación de marginación 
o que, por sus condiciones o características resultaron afectados por el sistema prohibicionista o 
bien, se encuentran en situación de vulnerabilidad o desventaja en los municipios en los que durante 
el periodo en el que estuvo prohibido el cannabis, una vez que entre en vigor el presente Decreto y 
hasta los veinticuatro meses posteriores, la inversión extranjera, así como personas físicas o morales 
de nacionalidad extranjera no podrán participar en los actos de comercialización establecidos en la 
Ley Federal para la Regulación del Cannabis. 
 
 
 
DÉCIMO SEGUNDO. Para efectos de la transición del mercado, crecimiento y desarrollo del mercado 
local, así como medida de justicia social para pueblos y comunidades indígenas, personas 
campesinas o ejidatarias, ejidos y comunidades agrarias, comunidades en situación de marginación 
o que, por sus condiciones o características resultaron afectados por el sistema prohibicionista o 
bien, se encuentran en situación de vulnerabilidad o desventaja en los municipios en los que durante 
el periodo en el que estuvo prohibido el cannabis, una vez que entre en vigor el presente Decreto y 
hasta los veinticuatro meses posteriores, el Instituto deberá proveer la capacitación, recursos y 
tecnología que resulte necesaria para que las micro, pequeñas y medianas empresas, así como a las 
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personas y comunidades indígenas y campesinas referidas en el presente artículo, puedan dar cabal 
cumplimiento a las disposiciones relativas al testeo, trazabilidad, empaque y etiquetado, previsto 
para las actividades de comercialización. 
 
DÉCIMO TERCERO. Dentro de los seis meses posteriores a la entrada en vigor de la presente Ley, el 
Instituto deberá emitir los lineamientos conforme a los cuales se implementarán los mecanismos y 
procedimientos de testeado y trazabilidad del cannabis. 
 
DÉCIMO CUARTO. El porcentaje del 1% en concentraciones de THC en cannabis, se tomará como 
un estándar base para la determinación del cannabis no psicoactivo. 
 
DÉCIMO QUINTO. Dentro de los 90 días posteriores a la entrada en vigor del presente Decreto, las 
Secretarías del ramo correspondiente deberán implementar campañas de capacitación a todos los 
cuerpos y autoridades que lleven a cabo funciones de seguridad pública, procuración e impartición 
de justicia, así como de ejecución de sanciones de las entidades federativas, con programas de 
sensibilización para evitar prácticas de perfilamiento, estigmatización y persecución de la población 
usuaria. 
 
DÉCIMO SEXTO. Se derogan todas aquellas disposiciones que contravengan los principios, 
procedimientos y derechos reconocidos en el presente Decreto. 
 
 

ATENTAMENTE, 
 
 
 
 
 
 

Diputado Jorge Álvarez Máynez 
Coordinador del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano 

Cámara de Diputados, LXV Legislatura 
 

Dado en el Salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de abril de 2023.  
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